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Prólogo 



Me cabe la satisfacción de prologar este libro de José María González del Río que trae causa de su tesis doctoral defendida en la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense el 24 de abril de 2007 y merecedora de la máxima calificación que le otorgó el Tribunal encargado de juzgarla integrado por los Profs. Drs. Montoya, Sempere, Mercader, Cardenal y Pérez-Espinosa. Con seguridad ese juicio positivo tiene que ver con el acierto en el tratamiento que el autor ha sabido dar al objeto de su estudio y la profundidad con que analiza el régimen jurídico de la extinción de los contratos de trabajo de los deportistas profesionales, en el que cobran protagonismo las cláusulas de rescisión y su abono, aspecto especialmente sensible de ese régimen jurídico. El resultado aporta lo que de José María González del Río cabía esperar, dada su capacidad de trabajo, su tesón y apasionamiento por el tema analizado, manifiesto en otras publicaciones en que se ha ocupado de los aspectos jurídico-laborales del deporte. Se trata de un estudio monográfico modélico en la buena práctica científica de una parte singularmente relevante de la regulación jurídico-laboral de un hecho social que, desbordando los límites que antes lo acotaban, es hoy un auténtico fenómeno de masas.

Las razones de ordenación del estudio en un sistema unitario y coherente quedan expuestas en la introducción, que su autor administra con igual prudencia y mesura que caracteriza a toda la obra. El análisis de la extensión subjetiva de la relación laboral especial de los deportistas profesionales se asienta en una acreditada doctrina en cuyo perfeccionamiento abunda y ofrece una nueva oportunidad para la exposición de una ya nutrida jurisprudencia. No obstante, el autor sostiene con brillantez y resolución innegables sus propias tesis acerca de los conceptos de «práctica deportiva» en relación con su regularidad y de «umbral de profesionalidad» en relación con su retribución, determinantes de la aplicación de la regulación laboral especial de los deportistas profesionales. La atención particular dispensada a las figuras de los entrenadores, de los deportistas aficionados y de los deportistas semiprofesionales y las conclusiones que alcanza sobre su posición en el seno del ordenamiento laboral, dentro de la problemática más general de las relaciones entre los ordenamientos laboral y deportivo, son exponente de su bien fundado empeño creativo. A partir de ahí se adentra en el estudio de la extinción del contrato de trabajo deportivo focalizando la atención en aspectos controvertidos que han necesitado de soluciones jurisprudenciales, no siempre compartidas por todos los autores, como consecuencia de imperfecciones de los textos legales, bien de preceptos de enunciado defectuoso o de carácter equívoco del Real Decreto 1006/1985, de 26 de junio, por el que se regula la relación laboral especial de los deportistas profesionales, bien de vacíos o regulaciones deficientes de esa regulación reglamentaria especial que, como es sabido, dan lugar a la aplicación supletoria de la laboral común del Estatuto de los Trabajadores y demás normas laborales de general aplicación. Merecen aquí particular mención los desarrollos sobre los efectos del despido disciplinario improcedente y nulo en relación con la readmisión o indemnización del deportista ilícitamente despedido y con la naturaleza esencialmente temporal del contrato de trabajo deportivo, sobre el cálculo judicial de esa indemnización en relación con el criterio de la restitutio inintegrum, y sobre la determinación de la base para su cálculo con inclusión de las primas por fichaje y demás primas por objetivos; sobre la extinción del contrato deportivo por incapacidad del deportista y la necesaria contemplación de la permanente parcial de modo que la omisión de su consideración como causa resolutoria no encubra el funcionamiento de la extinción por despido del deportista basado en la disminución de su rendimiento; sobre las cesiones o traspasos de deportistas entre clubes o entidades deportivas como causa de extinción contractual, problemática íntimamente ligada a la central de las cláusulas de rescisión; o sobre el derecho del deportista a la ocupación efectiva y su alcance en relación con las facultades organizativas de los clubes y la extinción del contrato por voluntad del deportista.

En todas estas cuestiones, y en las no mencionadas pero naturalmente tratadas por su pertenencia al régimen de la extinción de los contratos de trabajo de los deportistas profesionales (desde la extinción por crisis económica del club o entidad deportiva hasta la extinción ad nutum del futbolista profesional en los Reglamentos de la FIFA), el libro de José María González del Río da cuenta cabal de las pautas y criterios jurisprudenciales y doctrinales según la correcta sistematización que sigue, sin renunciar a efectuar ricas y certeras observaciones de la práctica. Solo por ello es un libro notable; constituye una valiosa fuente de conocimiento. Pero el núcleo de su interés y de su utilidad no radica únicamente aquí. Mas allá de su completo tratamiento expositivo el autor desgrana con pasión los argumentos en que apoya sus propias soluciones de indudable alcance creativo sobre cuestiones tan polémicas en la jurisprudencia y en el debate doctrinal como las citadas.

Con todo el interés mayor de esta monografía se centra en la revisión profunda que efectúa del régimen de las cláusulas de rescisión con cuya utilización abusiva José María González del Río se manifiesta altamente crítico y cuyas elevadas cuantías constituyen una de sus mayores preocupaciones, problema frente al que propone soluciones en beneficio del funcionamiento de estas cláusulas rescisorias alejado del viejo derecho de retención. La construcción de su naturaleza y régimen jurídico sobre la cláusula penal se lleva a término mediante la inserción de su estudio en la Constitución y en el ordenamiento comunitario (con la doble perspectiva de las normas sobre libre circulación y sobre competencia), además de en el interno civil con su proyección al laboral con las convenientes adaptaciones. Los intentos de delimitar su alcance y efectos negativos y de reconducir su desenvolvimiento a límites razonables y proporcionados a los ingresos de los deportistas se sostienen en el recurso al arbitrio judicial y a la propuesta fundada de reformas normativas para la mejor garantía de la libertad contractual de los deportistas; justamente mediante una intervención normativa que incorpore limitaciones objetivas para hacer efectivo el libre acceso al trabajo del deportista profesional. En tales mecanismos hace descansar el autor la corrección y reparación del uso indebido de las cláusulas de rescisión, a las que, sobreponiéndose a los serios obstáculos que opone el Derecho comunitario, depara una función positiva vinculada al cumplimiento de su fin legítimo de garantizar la viabilidad de las competiciones deportivas «a través del equilibrio competitivo». Su enfoque, crítico es, por tanto, próximo al de otras experiencias comparadas en cuyas construcciones toma pie para la definición del modelo corregido que propone. 

Se compartan o no sus tesis, José María González del Río ha tenido el acierto de elaborar una monografía de indudable valor sobre un tema de permanente actualidad en el que las peculiaridades del trabajo de los deportistas profesionales adquieren dimensiones antes desconocidas. Esas peculiaridades se refieren a elementos de diferente signo, que se conjugan en relación de difícil equilibrio según los distintos deportes y según sus diversas categorías y clasificaciones (y la consiguiente de los deportistas desde los de elite hasta los que practican deportes minoritarios): la retribución, la plenitud física, el rendimiento, la formación, la imagen de los deportistas profesionales. No estará de más señalar que esta obra es buena prueba de la situación del sistema normativo laboral en un momento en que el Derecho del Trabajo desarrolla relaciones laborales de carácter especial con profusión imparable. La heterogeneidad subjetiva creciente de las normas laborales, encauzada a través de la tradicional técnica de las relaciones laborales de carácter especial y de la más moderna de la aprobación de normas generales con contenidos diversificados o diferenciados según los sujetos trabajadores hasta alcanzar al trabajador autónomo -categoría históricamente contrapuesta a la del trabajador sujeto a la regulación del Derecho del Trabajo-, constituye un rasgo característico reciente, un signo de identidad actual del Derecho del Trabajo, que pierde homogeneidad normativa a costa de esa marcada diversidad subjetiva. Ciertamente la relación laboral especial que es objeto de esta monografía no ha experimentado reformas normativas desde su aprobación inicial. La virtud del tratamiento que el lector encontrará en esta obra es, pues, el reflejo fiel de la dinámica propia de esa regulación a lo largo de mas de veinte años, de los numerosos problemas abiertos en el transcurso de su aplicación, de los instrumentos de su depuración técnica, de los resultados su acomodación a la realidad de los hechos. Por todo ello su consulta resulta inexcusable para alcanzar un conocimiento riguroso y acabado acerca de los problemas tratados necesario para su resolución profesional.

Baste lo dicho en este Prólogo como invitación entusiasta a la lectura de una obra utilísima, de la que, en la problemática de que se ocupa, no se podrá prescindir.

María Emilia Casas Baamonde

Presidenta del Tribunal Constitucional

Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social
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Introducción 



El deporte constituye un fenómeno humano de tal alcance que ha implicado una necesaria respuesta jurídica. Sin embargo, el Derecho ha permanecido hasta épocas no muy lejanas ajeno a una realidad social que ha acompañado al hombre desde tiempos remotos.

Gracias a testimonios arqueológicos y artísticos sabemos que civilizaciones antiguas practicaron diversas actividades deportivas (lucha, esgrima, natación, caza, juegos ecuestres...)  (1) , y los historiadores localizan el punto de partida de la práctica del deporte en Egipto, concretamente en los milenios segundo y tercero antes de Cristo  (2) . La literatura, por su parte, se ha mostrado de igual modo fedataria de las actividades deportivas desarrolladas en la antigüedad, y en este sentido se ha afirmado que la Ilíada y la Odisea son los más bellos testimonios que puede tener el deporte de cualquier tiempo (3) . Al final del Medievo, a principios del siglo XV, diversos testimonios escritos ya dejaron constancia de la popularidad que en Florencia llegó alcanzar un juego al que denominaron «calcio» (el antecedente más antiguo de lo que hoy conocemos como fútbol), y en 1580 apareció un documento con el título de discorso sopra il gioco del calcio fiorentino (4) . Llegado el siglo XVIII, Inglaterra asume el protagonismo, surgiendo en dicho país los primeros brotes de las competiciones deportivas recompensadas, apareciendo el llamado patronized spor (5) , y ya en la última mitad del siglo XIX surgen las asociaciones y competiciones deportivas  (6) .

Con ello se pone de manifiesto que el deporte no es una invención de nuestra sociedad contemporánea, sino que es algo connatural al hombre que lo ha acompañado a lo largo de su historia. Sin embargo, el deporte ha adquirido a partir del último tercio del siglo XX una dimensión de fenómeno social que no tiene parangón en otros tiempos, debido sobre todo a su difusión a través de los medios de comunicación. En nuestro país cabe destacar que los telediarios destinan prácticamente un tercio de su tiempo a la información deportiva, mientras que entre los periódicos más leídos se encuentran los deportivos. La fama que en la actualidad adquieren los deportistas profesionales en nada desmerece a la de las principales estrellas del cine o de la música, y los emolumentos que perciben las principales figuras de las modalidades deportivas más demandadas por el gran público alcanzan tales magnitudes que no resulta infrecuente que en un año perciban lo que un trabajador con un sueldo medio tardaría más de doscientos en conseguir. Por otro lado, este fenómeno de masas se extiende por igual entre todas las capas sociales, llegando incluso a las más altas esferas. Así, es frecuente que entre los palcos de los principales estadios asistan las más altas personalidades del mundo de la política, los negocios y la judicatura, quienes no son ajenos a las pasiones que levanta el deporte. De igual forma, no cabe duda de que dicho fenómeno de masas ha generado que la repercusión económica del deporte en la sociedad contemporánea resulte más que notable  (7) .

Pero para demostrar hasta qué punto el deporte constituye un fenómeno sociológico, nada mejor que traer a colación la ingeniosa (y algo exagerada) afirmación hecha por VÁZQUEZ MONTALBÁN cuando sostiene que ser partidario de un club de fútbol reporta la intensidad emocional de una militancia político-religiosa y hoy podría decirse que todos los clubes de fútbol son algo más que clubes de fútbol: representan la reserva patriótica en un mundo en el que cada vez tendrán menos sentido las patrias y las banderas (8) .

Por lo tanto, podemos constatar cómo las necesidades del deporte de nuestro tiempo difieren en gran medida de las de épocas pasadas, donde quienes practicaban deporte lo hacían como mero entretenimiento o bien teñido de connotaciones religiosas, como forma de agradar a los dioses. Desde el momento en que la práctica deportiva se realiza por personas que hacen de la misma su modo de vida, por recibir una remuneración a cambio, surge la necesidad de que dicha materia sea objeto de regulación desde el campo del Derecho del trabajo. Sin embargo, la respuesta del Derecho ha tardado en llegar y durante décadas ha permanecido al margen del ordenamiento deportivo, hasta que la trascendental Sentencia del extinto Tribunal Central del Trabajo de 24 de junio de 1971 reconociese por primera vez la existencia de un contrato de trabajo entre un deportista y su club, y, por consiguiente, declarase la competencia de la jurisdicción laboral para conocer el asunto.

Esta interpretación jurisprudencial fue asumida por primera vez en el ordenamiento positivo por la Ley 16/1976, de 8 de abril, de Relaciones Laborales, que calificó a los deportistas profesionales como trabajadores por cuenta ajena, si bien como trabajadores especiales, lo que a su vez fue confirmado por el art. 2.1.d) de la Ley 8/1980, del Estatuto de los Trabajadores. En desarrollo de este precepto se dictó el RD 318/1981, de 5 de febrero, norma derogada por el RD 1006/1985, de 26 de junio, actualmente en vigor, por el que se regula la relación laboral especial de los deportistas profesionales.

Llegados a este punto, no cabe duda de que una de las cuestiones que más repercusión jurídica y mayor problemática presenta dentro de la normativa laboral deportiva se refiere a la extinción del contrato de trabajo. Sin embargo, antes de proceder a efectuar el examen de la materia extintiva propiamente dicha, es necesario precisar con anterioridad los sujetos a los que debe aplicarse la citada regulación, por cuanto en muchas ocasiones no resulta pacífico determinar qué deportistas son los que entran dentro del ámbito de aplicación del RD 1006/1985. Éste es el motivo por el que el primer capítulo de la monografía se destina a analizar, a efectos de aplicar posteriormente el régimen extintivo, los presupuestos que deben concurrir en el deportista para tenerlo por destinatario de la norma laboral especial deportiva.

Una vez identificado el sujeto comprendido en el ámbito de aplicación de la norma laboral extintiva, en la segunda parte de la obra se examinan las causas en virtud de la que puede tener lugar la extinción del contrato de trabajo. En aras de una mayor claridad, el estudio de estas causas extintivas se agrupa en tras grandes bloques, en función de que la resolución del vínculo contractual opere por la voluntad del club o entidad deportiva; por la voluntad conjunta del club y del deportista; o por la única voluntad del deportista. Dentro de este último bloque merece dotarse de especial relevancia la extinción que se produce mediante el abono de la cláusula de rescisión. La inserción de esta figura en los contratos de trabajo deportivos se ha generalizado con el paso de los años, produciéndose en la práctica una situación en la que los clubes no hacen un uso, sino un abuso de la misma, al resultar frecuente que en ella se pacten cantidades que en muchas ocasiones no guardan la más mínima relación con los emolumentos que percibe el trabajador, lo que conduce a situaciones disparatadas que repelen la lógica jurídica y chocan con el carácter tuitivo del Derecho del trabajo. El intenso debate doctrinal y jurisprudencial que la cláusula de rescisión ha suscitado, así como los posibles problemas de engranaje que esta figura presenta tanto en el ordenamiento interno como en el comunitario, hace que resulte acreedora de un examen más exhaustivo, por lo que la última parte de la obra se destina a su estudio exclusivo.

Resulta obligado cerrar la introducción con una serie de agradecimientos de que el autor es deudor a raíz de la realización de este trabajo. En primer lugar, a la Directora de la tesis doctoral que constituye el origen de la monografía (Doctora M.ª Emilia Casas Baamonde); a los miembros del Tribunal que la juzgó (Doctores A. Montoya Melgar, A.V. Sempere Navarro, J. Mercader Uguina, M. Cardenal Carro y F. Pérez-Espinosa Sánchez) por sus importantes apreciaciones que han contribuido a enriquecer la obra que se presenta; a todos mis compañeros del Departamento del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad Complutense de Madrid, en especial a mi amigo Juan Gil Plana por su inestimable apoyo y estímulo constante; y a todo el personal de Servicios de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense que hace posible el buen funcionamiento del centro.
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Introducción 



El régimen jurídico extintivo del deportista profesional encuentra su desarrollo positivo en los artículos 13 al 16 del RD 1006/1985, de 26 de junio. Sin embargo, antes de adentrarnos en el análisis propiamente dicho de la citada normativa, conviene que en primer lugar determinemos el sujeto destinatario de la norma extintiva.

Esta operación es obligada porque, a pesar de que el artículo 1 del RD 1006/1985 establezca que el ámbito de aplicación de la norma reglamentaria son los deportistas profesionales a que hace referencia el artículo 2.1 del ET, y defina con aparente claridad lo que debe entenderse por deportista profesional, se producen supuestos en que la doctrina y la jurisprudencia han mantenido criterios distintos a la hora de calificar a una persona como deportista. A título de ejemplo, y como posteriormente tendremos ocasión de comprobar, la figura del entrenador ha sido unas veces calificada por los Tribunales como deportista profesional, otras como alto directivo y otras como trabajador común, lo que ha conllevado que según ante qué calificación estuviésemos, se aplicara el régimen extintivo de la relación laboral deportiva (RD 1006/1985), de la relación laboral de alta dirección (RD 1382/1985), o de la relación laboral común (ET).

En definitiva, el régimen extintivo aplicado a los deportistas (artículos 13 al 16 del RD 1006/1985) resulta diverso del que se aplica al sujeto de otra relación laboral (ya sea ordinaria o especial no deportiva), por lo que entiendo necesario que este primer capítulo de la obra se destine a precisar, a efectos de determinar el sujeto destinatario de la norma laboral deportiva extintiva, lo que se entiende por deportista profesional.






El proceso de laboralización de los deportistas profesionales 



1.  La tradicional normativa excluyente

En la actualidad, y en virtud del artículo 2.1.d) del ET  (1)  y su posterior desarrollo reglamentario por medio del RD 1006/1985, nadie duda en considerar a los deportistas profesionales como trabajadores, por lo que no causa ninguna sorpresa (más bien todo lo contrario) el hecho de que los conflictos que en materia extintiva surjan entre éstos y sus clubes sean llevados ante la jurisdicción social. Sin embargo, no siempre fue así, ya que durante muchos años los deportistas profesionales no fueron considerados como trabajadores  (2) , y las normas federativas les prohibían acudir a los órganos jurisdiccionales para resolver cualquier problema contractual (incluidos los extintivos) que se suscitaban con las entidades deportivas para las que prestaban servicios.

Esto se ha debido a que las actividades deportivas en España, se han visto reguladas, hasta fechas no muy lejanas, al margen del ordenamiento jurídico general, produciéndose una incomunicación absoluta entre éste y el deportivo  (3) .

Desde 1941 hasta 1977, en nuestro país se vivió una etapa en la que el Estado intervino de manera directa en el deporte a través de una Administración absorbente de su ordenamiento por el Movimiento Nacional  (4) , que mantuvo al deporte en un enclave organizativo singular, impidiendo a los deportistas el acceso a las garantías judiciales ordinarias que ofrecía el Derecho positivo  (5) . El intervencionismo estatal en el deporte, quedó patente con la aprobación del Decreto de 22 de enero de 1941  (6) , en cuya exposición de motivos, se concibió el deporte como uno de los principales instrumentos para la entera educación del hombre español, encomendando su dirección y fomento a FET y de las JONS, a través de su Delegación Nacional de Deportes, a las que se confirieron facultades realmente exorbitantes  (7) .

Precisamente durante el período franquista se dictaron una serie de normas legales, reglamentarias y federativas que tenían como fin excluir del ámbito laboral la actividad de los deportistas profesionales, por lo que se sustraía de la competencia de los órganos jurisdiccionales laborales del conocimiento de los pleitos suscitados entre el deportista y su club.

Una de las primeras normas que, en el contexto político señalado, contribuyeron a excluir al deportista del ámbito de la jurisdicción ordinaria fue el Estatuto Orgánico de la Delegación Nacional de Deportes, aprobado por Orden de 17 de junio de 1945, cuyo artículo 76 establecía que la jurisdicción disciplinaria deportiva correspondía por entero a la Delegación Nacional de Educación Física y Deportes, y prohibía al deportista, bajo la amenaza de ser descalificado de la competición, acudir a un órgano distinto de éste para resolver cualquier problema que se originara con su Sociedad deportiva  (8) .

Al igual que la anterior Orden de 1945, la Ley 77/1961, de 23 de diciembre, sobre Educación Física, configuró una jurisdicción disciplinara propia para el deporte, ya que en su artículo 20.m) se atribuía a la Delegación Nacional de Educación Física y Deportes el ejercicio de la función disciplinaria deportiva, así como la resolución, en última instancia, de todas las controversias y diferencias que surgieran entre los deportistas y sociedades o entidades deportivas, prohibiendo categóricamente a los deportistas acudir a otra instancia o poder distintos, bajo la amenaza de la pérdida de su condición de deportistas y los derechos inherentes. Así, en el supuesto de que el deportista quisiera dar por finalizado el vínculo contractual que le unía a su club porque éste no cumpliera con sus obligaciones (por ejemplo, porque no le pagaba la retribución acordada), no podía acudir a los Tribunales ordinarios para resolver el contrato (o, si lo hacía, era so pena de la pérdida de su condición de deportista), siendo estas funciones asumidas por la citada Delegación Nacional de Educación Física y Deportes, que decidía en última instancia acerca de la extinción del vínculo contractual.

En relación con el artículo 20.m) de la Ley 77/1961 se ha afirmado que este precepto asignaba un poder omnímodo a los órganos estatales del deporte, y por extensión, a su brazo ejecutivo, las Federaciones Deportivas Nacionales (9) , advirtiéndose que pese a existir una jurisdicción encargada de revisar las actuaciones de las Administraciones Públicas, las cuestiones de carácter jurídico-deportivo quedaban excluidas en su integridad del control de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Por su parte, el art. 24 de la citada Ley de Educación Física establecía que la jurisdicción disciplinaria del deporte en toda su extensión corresponde a la Delegación Nacional de Educación Física y Deportes, por sí o a través de órganos subordinados, y en el art. 25 se declaraba que cualquier Federación, club o deportista podrán someter sus diferencias a la Delegación Nacional de Educación Física y Deportes, conforme al procedimiento que reglamentariamente se establezca.

Pero si las normas estatales ofrecían algún atisbo de duda, algunos Reglamentos federativos volvían a poner de manifiesto la prohibición impuesta a los deportistas de acudir a la jurisdicción ordinaria para solventar los conflictos con sus clubes. Éste fue el caso del Reglamento de Jugadores de Fútbol y Entrenadores de la Real Federación Española de Fútbol, aprobado por la Asamblea General el 14 de junio de 1965, y posteriormente por la Delegación Nacional de Educación Física y Deportes el 27 de julio de 1965. El citado Reglamento se instituía en Ley reguladora de las relaciones, tanto deportivas como contractuales, entre clubes y jugadores  (10) , y obligaba al expreso sometimiento anticipado de las cuestiones que surgiesen con motivo del contrato a la decisión de las autoridades federativas, negando la posibilidad de considerar al fútbol, dentro de la organización federativa, como actividad laboral, ni habitual ni permanente.

De esta forma, en el art. 83 del mencionado Reglamento federativo se disponía que en todos los contratos entre clubes y jugadores debía constar una cláusula en la que se consignara expresamente que ambas partes se someten a las decisiones y autoridades deportivas para que éstas resuelvan por vía reglamentaria cualquier cuestión que surja con motivo del contrato, comprometiéndose asimismo a acatar y cumplir las decisiones que por aquéllos se adopten en cada caso. Del mismo modo, y para el caso del fútbol, eran las autoridades federativas a las que se refería el Reglamento, las competentes para conocer de todo lo referente a la resolución del vínculo contractual. Por su parte, el artículo 64 del Reglamento de Jugadores de Fútbol y Entrenadores ordenaba que no podía entenderse la práctica del juego de fútbol como actividad laboral, ni las compensaciones económicas que se abonan a los jugadores profesionales como salario base o medio de vida  (11) .

A la vista de los preceptos expuestos, no es de extrañar que este Reglamento fuese calificado como el obstáculo más importante para la obtención de la tutela judicial de la relación laboral de los deportistas profesionales  (12) .

A pesar de que la normativa vigente en España desde los años cuarenta hasta mediados de los setenta se mostrase claramente en contra de considerar como laboral la relación que unía al deportista profesional con su club, dicha postura fue combatida con beligerancia por la doctrina científica de la época, que, salvo raras excepciones, entendió desde el principio que los deportistas profesionales eran trabajadores dependientes y por cuenta ajena a todos los efectos, afirmando, por consiguiente, la competencia de la jurisdicción laboral para dirimir los conflictos que surgiesen en el seno de la citada relación  (13) .

Aunque todas las contribuciones de la doctrina laboralista fueron importantes a efectos de impulsar a comienzos de los años setenta un cambio jurisprudencial en favor de la laboralización de los deportistas profesionales (que a su vez determinó el posterior cambio legal), especialmente relevantes fueron las aportaciones efectuadas por los Profesores CABRERA BAZÁN  (14)  y ALONSO OLEA. Así, algunos de los argumentos esgrimidos por este último autor fueron asumidos por el TCT en su trascendental Sentencia de 24 de junio de 1971, que por primera vez declaró la existencia de un contrato de trabajo entre un deportista y su club, y, por consiguiente, declaró que la jurisdicción laboral era la competente para conocer el asunto.

ALONSO OLEA criticaba el hecho de que la normativa deportiva de aquella época se había refugiado o había sido aprisionada en preceptos de rango normativo ínfimos, y entendía que los rasgos específicos del contrato deportivo coincidían plenamente con los característicos de un contrato de trabajo, lo que le llevó a afirmar que a la postre, no nos hallamos sino ante un contrato especial de trabajo más, que se viene a unir a otros muchísimos, y al que, desde luego, son aplicables los principios y criterios normativos generales que presiden la regulación de todos ellos (15) . Además, entendía que el análisis del contrato de trabajo deportivo, exige, asimismo, dejar a un lado las rémoras y prejuicios que tiendan a impedirlo o a obstaculizarlo (16) .

Esta argumentación se recogió en la STCT de 24 de junio de 1971, de vital importancia, ya que propició un cambio jurisprudencial en el sentido anteriormente expuesto de considerar la jurisdicción laboral competente para conocer de los conflictos surgidos entre un deportista y su entidad deportiva.

Con anterioridad, la jurisprudencia de los Tribunales laborales había aceptado, desde los primeros momentos, lo dispuesto en la normativa deportiva, creando prácticamente una monolítica doctrina por la que se excluía a los deportistas profesionales de la normativa laboral  (17) . Consecuentemente con esa doctrina, el TS declaraba la falta de competencia del orden jurisdiccional laboral ante cualquier conflicto suscitado entre el deportista y su entidad deportiva  (18) . Prueba de ello fueron las SSTS de 4 de abril de 1949  (19) , de 29 de octubre de 1954  (20) , de 14 de mayo de 1955 y de 27 de marzo de 1957  (21) .

Por ello, la Sentencia del TCT de 24 de junio de 1971  (22)  supuso un «giro copernicano» con respecto a la anterior línea jurisprudencial, al reconocer expresamente la naturaleza laboral de la relación contractual entre futbolistas profesionales y clubes y admitir la competencia de la jurisdicción laboral para el conocimiento de las controversias surgidas de esta relación contractual  (23) . La repercusión de la citada Resolución fue sobresaliente, pues a partir de entonces la jurisprudencia fue desmoronando tanto la exclusión jurisdiccional, para todos, como la calificación no laboral de los profesionales (se refieren, claro está, a los deportistas), sentado, pues, que el contrato de éstos con sus clubes era de trabajo (24) .

Efectivamente, desde la Sentencia del TCT de 24 de junio de 1971 la doctrina judicial se manifestó claramente en favor de la laboralidad de las relaciones de los deportistas profesionales con sus clubes, y por ende, a favor de la posibilidad de que los deportistas acudieran a los Tribunales, que podrían conocer de la extinción del contrato de trabajo deportivo, sin necesidad de que por ello perdieran aquéllos la condición de deportistas y fueran excluidos de la competición. Así lo afirmaron las SSTCT de 29 de mayo de 1973 y de 11 de junio de 1973 y la jurisprudencia del TS (SSTS de 3 de noviembre de 1972  (25) , de 10 de octubre de 1975  (26)  y de 29 de septiembre de 1975  (27) ).

2.  El cambio legislativo y el marco normativo vigente

2.1.  La Ley de Relaciones Laborales

Fue precisamente la doctrina jurisprudencial de comienzos de los años setenta la que propició una profunda transformación en el panorama legislativo, en el sentido de apreciar las notas características de la relación laboral en la singular prestación de servicios llevada a cabo por los deportistas profesionales. De esta forma, y como primera manifestación normativa de esta nueva tendencia, la Ley 16/1976, de 8 de abril, de Relaciones Laborales (en adelante, LRL), recogió en su art. 3.g) la citada línea jurisprudencial y frente a la normativa deportiva entonces vigente reconoció por primera vez en la legislación laboral a los deportistas profesionales como trabajadores por cuenta ajena, si bien como trabajadores especiales.

La Disposición Adicional 4.ª de la LRL emplazó al Gobierno para que, en un plazo máximo de dos años, aprobara un Reglamento que desarrollase el contenido de la relación laboral especial de los deportistas profesionales, y en su Disposición Transitoria 1.ª de la LRL estableció que mientras no se aprobase el Reglamento seguiría teniendo vigencia la normativa deportiva anterior. De esta forma, al decantarse el legislador por la laboralidad (si bien especial) de la relación del deportista con su club, simultánea e implícitamente reconocía la competencia del orden jurisdiccional social para conocer del régimen extintivo del contrato de trabajo deportivo.

Sin embargo, el Gobierno no cumplió con el mandato legislativo por el que se le instaba a aprobar el desarrollo reglamentario en el plazo de dos años, lo que propició que, de acuerdo con la Disposición Adicional 1.ª, durante la vigencia de la LRL continuara siendo de aplicación la normativa anterior, con la consiguiente polémica legal y jurisprudencial respecto de la aplicación a los deportistas profesionales del ordenamiento laboral.

Por su parte, durante la vigencia de la LRL, la jurisprudencia se mantuvo en la misma línea iuslaboralista del período precedente a su promulgación  (28) . Así, cabe destacar una serie de Sentencias dictadas por el TCT en diciembre de 1979  (29)  con ocasión de una huelga de futbolistas profesionales, que afirmaron una vez más la competencia de la jurisdicción social  (30) .

En la STCT de 18 de diciembre de 1979  (31)  se afirmó que, si bien es cierto que a tenor de lo dispuesto en el ap. g) del art. 3.º de la Ley de Relaciones Laborales de 1976 son relaciones laborales de carácter especial, es igualmente cierto que el régimen jurídico de dichas relaciones laborales debe ser el que tuvieran antes de la entrada en vigor de la citada Ley, por disponerlo así su disp. transit. 1.ª, en tanto no se aprueben las normas especiales previstas en la disposición adicional 4.ª, lo que ha sido reconocido por el TS en su Sentencia de 1 junio 1979, habiéndose establecido por la doctrina de dicho Tribunal contenida, entre otras, en sus Sentencias de 3 noviembre 1972, y 10 octubre 1975 que las referidas relaciones constituían contrato de trabajo [...], aplicando al mismo en reclamación sobre retribución, la normativa propia de dicho contrato. Se puede apreciar cómo en esta Resolución, el TCT confirmó el criterio jurisprudencial mantenido con anterioridad a la promulgación de la LRL. A conclusión prácticamente idéntica se llega en el resto de las Sentencias del TCT que conocieron de la huelga de los futbolistas  (32) .

Pero volviendo a la Sentencia del TCT de 18 de diciembre de 1979, hay que añadir, pues es un aspecto interesante, que el TCT estableció que la aplicación de la doctrina jurisprudencial emanada de las SSTS de 3 de noviembre de 1973 y de 10 de octubre de 1975, por la que se declaraba la naturaleza laboral de relación que unía al futbolista con su club, no se oponía ni a la Ley de Educación Física, de 23 de diciembre de 1961, ni al Reglamento de Jugadores de 1965. Entendió el desaparecido Tribunal que estas disposiciones no habían creado ninguna jurisdicción especial, sino que tan sólo se referían a la competencia para conocer las infracciones de las reglas del juego, pero nunca de las cuestiones laborales  (33) . Y en esta misma línea se pronunciaron el resto de las Sentencias del TCT  (34) .

En esta misma línea, la Sentencia de 20 de diciembre de 1979 declaró que la jurisdicción laboral era incompetente cuando se trataba de valorar las reglas que se refieren a los diferentes aspectos del ejercicio físico practicado por equipos con el fin de vencer a un adversario en competición pública. Sin embargo, afirmaba su jurisdicción cuando, como en el caso que se estudiaba, se sancionan conductas realizadas por los demandantes en el ejercicio del derecho de huelga. Argumentaba, por ello, que los arts. 20 y 24 de la Ley de Educación Física y Deporte, por los que se atribuía a la Delegación Nacional de Educación Física y Deportes el ejercicio de la función disciplinaria deportiva y la resolución en última instancia de todas las controversias y diferencias que surgieran entre los deportistas y sociedades o entidades deportivas debían interpretarse en el sentido de que la competencia disciplinaria deportiva sólo afectaba al control de las reglas del juego, y no en cambio a aquellas materias que incidieran de manera clara en la esfera laboral  (35) . Una vez más se desprendía de esta doctrina judicial la exclusiva competencia de los Tribunales laborales para conocer de las materias referentes al contrato de trabajo deportivo y a su extinción, excluyendo de dicha competencia a los organismos deportivos.

Por último, la citada Sentencia concluyó afirmando que con la imposición a los deportistas de la pérdida del 10% de sus primas anuales para la temporada de 1979 se sancionaban conductas realizadas por los demandantes en el ejercicio del derecho de huelga que les asistía por su condición de trabajadores, a tenor del artículo 28.2 de la Constitución y de lo dispuesto en el Real Decreto-Ley de 4 de marzo de 1977, toda vez que tal conducta incide directamente en la esfera laboral y es tal disciplina la que resulta aplicable (36) .

En definitiva, del análisis de las citadas Resoluciones se extrae la conclusión de que el TCT, estando vigente la LRL, declaró la competencia de la jurisdicción laboral para conocer de los conflictos de los futbolistas con sus respectivos clubes, al haber establecido que sólo una norma con rango de Ley podía declinar dicha competencia. Interpretó el TCT que la regulación de la Ley de Educación Física de 23 de diciembre de 1961 reducía la competencia de los organismos deportivos al control del ámbito disciplinario deportivo, aunque precisó que dicho control no se extendía a los conflictos laborales que los deportistas tuvieran con sus entidades deportivas (como pudieran ser los conflictos surgidos con ocasión de la resolución del vínculo contractual). En otras palabras, dejó claramente determinado que el ámbito de aplicación de la jurisdicción disciplinaria deportiva debía quedar reducido a las infracciones de las reglas del juego, sin comprender los conflictos laborales, pues el conocimiento de éstos correspondía a la jurisdicción laboral.

2.2.  La Constitución Española de 1978

La promulgación de la Constitución española de 1978 supuso para el deporte un importante impulso  (37) , ya que por primera vez en nuestro país una Constitución recoge de forma explícita en su texto alusiones a la educación física y a la actividad deportiva  (38) . En concreto, el art. 43.3 CE establece que los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo, facilitarán la adecuada utilización del ocio (39) . Nuestra Carta Magna se sitúa, por tanto, dentro del modelo de algunos textos constitucionales de otros países promulgados durante del último tercio del siglo XX que han incorporado disposiciones singulares relativas al fenómeno deportivo  (40) . Se ha afirmado que la constitucionalización del deporte reconoce la impresionante vitalidad, en nuestra época, de este fenómeno social  (41) .

Es importante destacar que dicho precepto se encuadra en el Capítulo Tercero del Título I de nuestra Carta Magna, entre los «principios rectores de la política social y económica»  (42) . La doctrina constitucionalista ha entendido que dichos principios de la política social y económica se caracterizan en el ordenamiento constitucional español, frente al régimen general de los derechos y libertades individuales, en primer lugar, porque, de entrada, disfrutan de una naturaleza marcadamente socioeconómica; en segundo lugar, porque exigen de los poderes públicos una actividad de prestación, una actuación positiva y promocional; y por último, por el predominio, frente las a libertades fundacionales clásicas, de su faceta institucional u objetiva  (43) .

En cualquier caso, como es sabido, no todos los «derechos» constitucionales gozan de la misma protección. Así, los derechos reconocidos entre los «principios rectores de la política social y económica», cuando se reconocen como tales derechos, no son derechos «subjetivos»  (44) , sino «aparentes»  (45) , disfrutando de una protección menor, que, según la doctrina, se refleja del siguiente modo: son derechos protegidos por el principio de rigidez constitucional, lo que permite plantear la inconstitucionalidad de una norma con rango de Ley que los vulnere; sólo pueden ser alegados ante la jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las Leyes que lo desarrollen; el reconocimiento, el respeto y la protección de estos principios informan la actuación de todos los poderes públicos, y, en concreto, la legislación positiva; estos principios han de informar la práctica judicial, lo que permite y obliga a su aplicación por los Jueces y Tribunales, siempre que sea posible de acuerdo con su estructura normativa, con independencia de que exista o no Ley de desarrollo  (46) .

De cualquier forma, la condición de «informadores» de los principios encuadrados dentro del Capítulo Tercero del Título I dista de ser meramente retórica, por cuanto el art. 53.3 impide considerar a tales principios como normas sin contenido, obligando a tenerlos presentes en la interpretación, tanto de los restantes preceptos constitucionales como de las Leyes frente a los que la Constitución es norma suprema  (47) . Por esta razón, el TC considera que dichos principios rectores obligan al legislador  (48) , así como al conjunto de los poderes públicos  (49) , y que han de informar la práctica judicial  (50) .

La doctrina constitucionalista ha entendido que, una vez constitucionalizado el derecho al trabajo, el siguiente paso ha sido, en una civilización como la nuestra que ha sido calificada como «sociedad del ocio», la protección y promoción del ocio, tanto en su faceta individual como social y comunitaria. En este sentido debe entenderse el art. 43 CE  (51) .

Pero, dicho esto, y de nuevo siguiendo a la doctrina científica, hay que señalar también que en el art. 43 CE el compromiso estatal con el deporte es débil, ya que al concretarse la protección en acciones para su «fomento», se confía el logro de los beneficios a los propios sujetos interesados, si bien por otra parte se advierte que el Estado demuestra su interés por el deporte al señalarlo en el precepto, de lo que se deduce que se trata de un interés social digno de protección, aunque no se compromete a darle satisfacción  (52) . Por otra parte, cuando la Carta Magna hace referencia al «fomento del deporte», es obligado entender que la intención del constituyente dista de limitarse a una concepción elitista del mismo, en el sentido de fomentar tan sólo el deporte de alta competición, esto es, el practicado por los deportistas profesionales, sino que, por el contrario, en su propósito está principalmente la protección y desarrollo del deporte practicado por todos los ciudadanos. En este sentido, se reconoce que el deporte que se menciona en la Constitución es el deporte de y para todos los ciudadanos y no el deporte profesional, por lo que este último no gozaría del respaldo constitucional en virtud del artículo 43 CE, lo que no significa que el deporte espectáculo y el deporte de alta competición no deban contar con la protección de los poderes públicos; podrán contar y cuentan con la protección, pero no por mor de la declaración constitucional (53) .

Sin embargo, el art. 43.3 no es el único precepto de la Constitución que hace referencia al deporte, pues dentro del Título VIII, al regular las materias sobre las que «podrán asumir competencias» las Comunidades Autónomas, asigna a éstas en su art. 148.1.19 a las relativas a la promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio, lo que ha permitido que las Comunidades Autónomas asuman las competencias en sus Estatutos de Autonomía y promulguen disposiciones legales de acuerdo con su ámbito competencial  (54) .

Por el contrario, entre las competencias reservadas al Estado a que hace referencia el art. 149.1 CE, no figura expresamente dicha materia, mientras que, recordemos, el apartado tercero de dicho precepto determina que las materias no atribuidas expresamente al Estado por la Constitución podrán corresponder a las Comunidades Autónomas en virtud de sus respectivos Estatutos (55) . No obstante, es preciso tener en cuenta que la atribución a las Comunidades Autónomas de la competencia en materia deportiva sólo es posible en conexión con los límites territoriales de su acción, lo que resulta congruente con la doctrina de nuestro TC en materia deportiva  (56) . Además, se hace preciso advertir que la actividad deportiva es también manifestación cultural de primer orden, lo que, de acuerdo con el art. 149.2 de la Constitución, asegura la intervención del Estado. Entre la doctrina administrativa se considera que todo esto, unido a la vertiente internacionalista del deporte, aconseja que el Estado ostente competencias en materia deportiva a tenor de lo dispuesto en el art. 149.1.3 del texto constitucional  (57) , por lo que parece lógico que la competencia prevalente sobre el deporte, al menos sobre sus facetas más relevantes, sea adquirida por órganos estatales (58) .

En definitiva, la incorporación del deporte a nuestra Carta Magna cobra un valor que trasciende de la mera simbología, suponiendo, aun en ausencia del reconocimiento de un auténtico derecho cívico al deporte, un excelente cauce para la vertebración de la acción pública a favor de su desarrollo, constituyendo el soporte más eficaz para la promulgación de disposiciones que encaucen dicho desarrollo  (59) .

2.3.  El Estatuto de los Trabajadores de 1980

El art. 2.1.d) de la Ley 8/1980, del Estatuto de los Trabajadores, al igual que hizo la LRL, confirió a la relación de los deportistas profesionales el carácter de relación laboral especial  (60) . En el art. 2.2 ET se establecía que en la futura regulación de las relaciones laborales especiales de trabajo se deberían respetar los derechos básicos de la Constitución (61) , y la Disposición Adicional 2.ª del ET contenía, al igual que la LRL, el mandato al Gobierno para que éste desarrollara reglamentariamente en un plazo máximo de 18 meses esta relación laboral especial, mandato que cristalizó en el RD 318/1981, de 5 de febrero.

Tanto la LRL, como el ET, añadieron el calificativo de «especial» a la relación laboral de los deportistas profesionales. Dicha especialidad está sobradamente justificada para el caso de estos trabajadores, ya que la prestación laboral del deportista presenta numerosas singularidades, derivadas, entre otros factores, de la cualidad de las personas que prestan el servicio, el tipo de funciones que se llevan a cabo y el lugar donde se realiza la actividad.

Para comenzar a justificar la especialidad de la relación laboral deportiva, hay que tener presente que el deportista tiene una vida profesional activa extremadamente corta, cuyo ejercicio difícilmente se prolonga por encima de los 10 o 15 años. Ello se debe, entre otras razones, a que el deportista debe estar en una permanente «plenitud física» durante el desarrollo de su actividad profesional, si bien para llegar a esa situación requiere una preparación previa (entrenamiento) que debe ser constantemente alimentada (62) . Además, en muchas ocasiones esa preparación previa se encuentra heterodirigida (63) .

En relación al objeto, también existe una singularidad digna de ser tenida en cuenta, ya que la prestación profesional del deportista se integra en un espectáculo dirigido al público, por lo que se resiente de las aficiones, modas e inclinaciones del mismo en definitiva, de su aceptación (64) . Además, normalmente, la prestación de servicios del deportista requiere una actuación conjunta y coordinada con otros compañeros, esto es, en equipo, con la necesidad de adaptación y de integración que de ello deriva  (65) .

Otro elemento que singulariza la profesión del deportista se refiere a que la prestación de sus servicios se ejecuta en ámbitos muy distintos del tradicional establecimiento empresarial. Así, en el caso de los futbolistas profesionales, semanalmente se desplazan a distintos terrenos de juego, ubicados por lo general en provincias distintas al lugar donde realizan los entrenamientos, y, cuando se trata de jugadores que militan en clubes inmersos en competiciones internacionales, no es en absoluto infrecuente que alguna de sus actividades profesionales se desarrolle en el extranjero  (66) .

Los argumentos anteriormente expuestos son suficientes para justificar que la regulación de algunos de los aspectos de la relación laboral del deportista deba separarse de la normativa laboral común, precisamente por la necesidad de atender a la propia especialidad de la relación y a la particular ordenación de los intereses de las partes que de ella deriva. Por ello, resulta correcta la opción del legislador, de construir la relación laboral del deportista profesional como especial y emplazar al Gobierno a que desarrollase reglamentariamente el régimen jurídico de la relación laboral de los deportistas.

Por su parte, el TC declaró constitucional desde la perspectiva del derecho a la igualdad la opción del legislador estatutario en su Sentencia 56/1988, de 24 de marzo, al establecer que no resulta contrario al art. 14 de la CE la existencia de regímenes jurídicos distintos para los diferentes colectivos de trabajadores por cuenta ajena, siempre que ello esté justificado por las características especiales de trabajo previstas en la legislación laboral y las diferencias de régimen que se establezcan no se deban a razones arbitrarias  (67) .

2.4.  La Ley General de Cultura Física y del Deporte de 1980

El desarrollo del principio constitucional consagrado en el art. 43.3 CE, por el que se encomienda a los poderes públicos el fomento de la actividad deportiva, se llevó a cabo por medio de la Ley 13/1980, de 31 de marzo, General de Cultura Física y del Deporte, así como de un conjunto de disposiciones de desarrollo  (68) . Precisamente, en su Exposición de Motivos se manifestaba la intención del legislador de dar adecuado cumplimiento con su publicación al mandato impuesto por el citado art. 43 de nuestra Carta Magna  (69) .

La Ley del Deporte de 1980 se limitaba a regular el Derecho deportivo organizativo y disciplinario, excluyendo de su consideración los aspectos laborales derivados de la relación entre clubes y deportistas profesionales. Esta conclusión se desprende de su art. 8, donde se decía que las relaciones laborales de los deportistas profesionales y de los técnicos y entrenadores serán reguladas de conformidad con la legislación vigente. Los deportistas profesionales, técnicos y entrenadores, quedan incluidos en el ámbito de aplicación de la Seguridad Social, con las peculiaridades que se establezcan (70) .

Como acertadamente señaló la doctrina científica, la regulación contemplada en la Ley General de Cultura Física y del Deporte sólo resultó aplicable a los aspectos deportivos de la relación de trabajo del deportista profesional, mientras que los aspectos laborales se regían en toda su extensión por su normativa específica  (71) . Esta conclusión obtenía en parte su sustento de lo dispuesto en los arts. 34 y 37 de la Ley 13/1980  (72) , al establecerse en el primero de ellos que el ámbito de la potestad disciplinaria se extiende a las infracciones reglamentarias de las reglas de juego y de la conducta deportiva, señalándose que las sanciones que se impusieran al deportista que cometiera tales infracciones serían recurribles ante las Federaciones respectivas y, en su caso, ante el Comité Superior de Disciplina Deportiva. Por su parte, en el art. 37 se declaraba que las infracciones y responsabilidades al margen de la potestad disciplinaria deportiva se regirán por el Derecho común.

En consecuencia, de la citada normativa se desprendía con nitidez que los organismos deportivos podían conocer de aquellas sanciones que recayesen sobre los deportistas por la infracción de las normas de la competición, pero que carecían de competencia para conocer de las infracciones que incidieran en la esfera laboral por encontrarse éstas reservadas a la jurisdicción ordinaria. A título de ejemplo, el Comité Español de Disciplina Deportiva podía conocer del recurso que tuviere por objeto una sanción de dos partidos impuesta a un jugador por agresión a un contrario, pero nunca sería competente para conocer de la acción de despido de un deportista contra su club.

En este sentido, merece destacarse el art. 12.2 de la Ley, que establecía que para participar en competiciones oficiales, todo club deportivo deberá adscribirse a la Federación española que rija la modalidad de su elección. De ello se desprendía la consideración del deportista como persona específicamente integrada, a través de su pertenencia a una asociación o club deportivo, en la Federación Española correspondiente a la modalidad deportiva de que se tratara en cada caso. La doctrina subrayó la importancia de dicho precepto, sobre todo en el ámbito del sometimiento del deportista profesional al régimen disciplinario deportivo, al implicar su dependencia de los órganos de la organización administrativa competentes en materia disciplinaria, que correspondía a las asociaciones deportivas o clubes, a las Federaciones de cada modalidad deportiva (en los ámbitos territoriales, de Comunidades Autónomas y a nivel de todo el Estado) y al Comité Superior de Disciplina Deportiva  (73) .

En definitiva, la Ley del Deporte de 1980 estableció los fundamentos de la intervención de los Poderes Públicos sobre la actividad deportiva, distribuyó las competencias públicas entre los diferentes poderes de la organización territorial del Estado, asignando las funciones, en el interior de la Administración del Estado, a los diferentes departamentos ministeriales relacionados con el sector del deporte, introdujo reglas básicas para las asociaciones deportivas privadas, reconoció la naturaleza, características, régimen y fines del Comité Olímpico Español, estableció un nuevo marco para el régimen disciplinario en el deporte y creó, finalmente, para la gestión de las competencias estatales sobre deporte, un Consejo Superior de Deportes, órgano supremo en el que participaría una representación plural de las organizaciones públicas y privadas relacionadas con el deporte  (74) .

2.5.  El Real Decreto 318/1981

El RD 318/1981, de 5 de febrero, vino a dar cumplimiento al mandato que la Disposición Adicional 2.ª del ET dirigía al Gobierno para que regulara reglamentariamente en un plazo máximo de 18 meses la relación laboral de carácter especial de los deportistas profesionales  (75) . Sin embargo, un importante sector doctrinal puso en duda la constitucionalidad de la Disposición Adicional 2.ª del ET  (76) , al remitir a una norma reglamentaria el desarrollo de las relaciones laborales especiales, por considerar que esa regulación incide sobre una materia sujeta a reserva de Ley, en virtud del art. 53 de la CE  (77) . Partían estos autores de la imposible existencia en el ordenamiento laboral del Reglamento independiente  (78) , calificación que correspondería a la norma reglamentaria reguladora de la relación laboral especial de los deportistas profesionales, al no fijarse en el ET bases o criterios mínimos que el RD pudiera respetar o desarrollar en aspectos singulares o concretos, lo que conllevaba la infracción constitucional  (79) . En contra de esta línea doctrinal, VALDÉS DAL-RÉ consideró que no existe una reserva legal en materia laboral exart. 35 CE, por lo que la Disposición Adicional 2.ª, al autorizar al Gobierno a regular las relaciones laborales especiales en los términos expuestos, no infringe el valor sustancial aplicable al ámbito reservado a la ley; antes al contrario, opera sobre una materia sobre la que posee disponibilidad normadora (80) , sosteniendo que la citada disposición ha operado una auténtica deslegalización  (81) . Otros autores, si bien de igual modo entienden que se ha producido una deslegalización, se sitúan en la postura que califica la operación de inconstitucional por considerar que se ha infringido la reserva de Ley contenida en el art. 35.2 CE  (82) . Por su parte, la jurisprudencia constitucional parece haberse inclinado por considerar que el ET utiliza la fórmula de la deslegalización  (83) .

En cualquier caso, el RD 318/1981 fue una norma de gran importancia, ya que asentó definitivamente el proceso de laboralización de los deportistas, al regular por primera vez esta relación laboral especial. Con su aprobación se dio satisfacción al amplio colectivo afectado, y, en especial, a los futbolistas, quienes de manera insistente venían solicitando de la Administración, fundamentalmente con ocasión de la huelga de futbolistas de 1979, la necesidad de dar cumplimiento al compromiso del Gobierno, asumido, primero en la LRL y posteriormente en el ET, de aprobación de una normativa reglamentaria específica  (84) .

Del RD 318/1981 se ha dicho que supuso, finalmente, la adecuada calificación del estatus jurídico laboral del profesional del deporte, estableciendo el marco y régimen legal de la relación contractual con el club o entidad deportiva que utilizaba sus servicios, trazando asimismo, la línea divisoria entre las cuestiones contractuales (sobre las que aplicar la normativa laboral con competencia de la correspondiente jurisdicción) y aquellas otras de carácter estrictamente deportivo (de competencia de este orden jurisdiccional y vinculación de la pertinente normativa deportiva) (85) . Efectivamente, el art. 1.3 vino a delimitar los aspectos contractuales separándolos de aquellos otros que afectaban a la ordenación jurídico-pública del deporte, que se regirían por su normativa específica, ya fuera ésta de ámbito nacional o territorial. De esta forma, con la entrada en vigor de esta disposición desaparecía gran parte de la confusión y el caos que reinaba en los ámbitos del deporte profesional, fruto de las tensiones existentes entre los que defendían y se refugiaban en la vigencia de las disposiciones federativas y aquellos otros que, al amparo de la abundante doctrina jurisprudencial de los Tribunales laborales, exigían el reconocimiento de los derechos dimanantes de su condición de trabajadores por cuenta ajena  (86) .

En la Exposición de Motivos de la citada norma reglamentaria se declaraba que la intención que se proponía satisfacer era la de recoger las peculiaridades propias de la relación laboral especial del deportista profesional, regulando aquellos aspectos más destacados y fundamentales de la misma, pero dejando un amplio margen de acción a la autonomía de la voluntad de las partes por la vía del pacto colectivo y del pacto individual  (87) .

Las líneas de regulación más relevantes del RD 318/1981 eran las siguientes: el ámbito de aplicación de dicha norma se refería al deportista profesional  (88) , y no al aficionado, exigiéndose para adquirir la condición de profesional la posesión de la licencia federativa; se establecía con carácter preceptivo la duración temporal de los contratos, dejando a la voluntad colectiva o individual de las partes la regulación del sistema de prórrogas, suprimiéndose el derecho de retención  (89) .

Por lo que se refiere a la resolución del contrato, el art. 9 enumeraba las causas en las que se producía la extinción del contrato, siendo éstas las siguientes: a) mutuo acuerdo de las partes; b) expiración del tiempo convenido  (90) ; c) total cumplimiento del contrato; d) inhabilitación o suspensión federativa por tiempo superior a un año; e) muerte o lesión incapacitante del deportista para la práctica del deporte por un tiempo superior a un año o con carácter definitivo  (91) ; f) disolución o liquidación del club o de la entidad deportiva correspondiente por acuerdo de la asamblea general de socios  (92) ; g) crisis económica del club o entidad deportiva justificativa de una reestructuración de la plantilla de deportistas, así como crisis de otro tipo que impida el normal desarrollo de la actividad del club o entidad deportiva y mediante el mismo procedimiento administrativo; h) causas válidamente consignadas en el contrato, salvo que las mismas constituyan manifiesto abuso de derecho por parte del club o entidad deportiva; i) despido del deportista; y j) voluntad del deportista profesional.

Estas dos últimas causas extintivas se encontraban desarrolladas por los arts. 10 y 11 del RD 318/1981. Así, respecto a los efectos de la extinción del contrato por despido del deportista, el art. 10 establecía que, en el supuesto de que se declarase la improcedencia del despido, el deportista profesional devengaba el derecho a a una indemnización, que se fijará judicialmente, de, al menos, dos meses de sueldo por año de servicio, prorrateándose por meses los períodos de tiempo inferiores a un año, y sin que la cuantía total pueda superar la suma de las retribuciones fijas a percibir por el trabajador hasta la conclusión del contrato. Por otro lado, si el despido se hubiera fundado en un incumplimiento contractual grave del deportista, la norma reglamentaria no sólo negaba a éste el derecho a percibir indemnización alguna a cargo de la entidad deportiva, sino que incluso precisaba que la jurisdicción laboral podía acordar en su caso, indemnizaciones a favor del club o entidad deportiva, en función de los perjuicios económicos ocasionados al mismo.

Respecto a la extinción del contrato por voluntad del deportista, el art. 11 reconocía al deportista la facultad de extinguir el contrato de forma unilateral y sin causa justificada, aunque en este supuesto el club o entidad deportiva tenía derecho a la devolución del importe de la ficha que se le abonó, más una indemnización, en su caso, que fijará la jurisdicción laboral en función de las circunstancias de orden deportivo, perjuicio al club o entidad deportiva, motivos de ruptura y demás elementos que el juzgador considere estimables. Además, se establecía que en el caso de que el deportista, en el plazo de un año desde que se produjera la extinción unilateral del contrato, hubiera contratado con otro club o entidad deportiva, éste sería responsable subsidiario del pago de las obligaciones pecuniarias a que tuviera que hacer frente el deportista. Por otro lado, la norma reglamentaria disponía que en el supuesto de que el deportista hubiera extinguido el contrato fundándose en un incumplimiento grave del club, tendría derecho a percibir de éste la misma indemnización que el art. 10 fijaba para el caso de que el despido fuera declarado improcedente.

Para concluir con el sucinto análisis del RD 318/1981, conviene señalar que el art. 14 establecía que los conflictos que surjan entre los deportistas profesionales y sus clubs o entidades deportivas, como consecuencia del contrato de trabajo, serán competencia de la jurisdicción laboral, lo que supuso que con carácter normativo quedara delimitada la separación de competencias entre la jurisdicción laboral y la propiamente deportiva en el ámbito de la actividad deportiva profesional  (93) .

2.6.  El Real Decreto 1006/1985

El RD 1006/1985, de 26 de junio (que derogó al RD 318/1981), tiene su origen en la promulgación de la Ley 32/1984, de 2 de agosto, sobre modificación de determinados artículos del ET. En dicha Ley se contempló nuevamente la regulación de las relaciones laborales de carácter especial, ordenando al Gobierno que, en el plazo máximo de 12 meses a partir de su entrada en vigor, regulase el régimen jurídico de las previstas en el art. 2.1 del ET.

Como advierte ROQUETA BUJ, la Ley 32/1984 reabrió el cauce habilitante para que el Gobierno procediese a la regulación de todas las relaciones de carácter especial  (94) , ya que el legislador no restringió expresamente la posibilidad de la regulación gubernativa con respecto de aquellas relaciones laborales que no habían sido hasta entonces reguladas, sino que utilizó una expresión habilitante genérica y similar, por otra parte, a la redacción original del ET, que permitía que el Gobierno revisara también el contenido de las regulaciones hasta entonces vigentes  (95) . De esta forma, aunque la relación laboral de los deportistas profesionales ya se hallaba regulada en virtud del RD 318/1981, la Ley 32/1984 permitió al Gobierno regular de nuevo esta relación laboral de carácter especial, lo que tuvo lugar mediante la aprobación del RD 1006/1985, de 26 de junio, cuya Disposición Derogatoria estableció de forma expresa la derogación del RD 318/1981, de 5 de febrero.

A diferencia de la regulación precedente, el RD 1006/1985 amplía su ámbito subjetivo de aplicación, pues ya no es necesario que el deportista precise de licencia federativa para encontrarse sujeto a la normativa laboral especial (art. 1.2). Entre las principales peculiaridades respecto del régimen común que presenta la citada norma reglamentaria destaca el hecho de la necesaria temporalidad del contrato de trabajo (art. 6.1), así como la posibilidad de cesión temporal del deportista de un club a otro (art. 11), con lo que encontramos en este punto una excepción a la general prohibición del tráfico de la mano de obra contenida en el art. 43 del ET. Por otro lado, en lo no regulado por el RD 1006/1985 se aplica supletoriamente la legislación laboral común siempre que sea compatible con sus especiales características (art. 21). Es también destacable el importante papel que se reconoce a la negociación colectiva (arts. 17 y 18). En clara congruencia con la laboralidad de la relación entre el deportista profesional y su entidad deportiva, se establece que los conflictos surgidos entre ambos, como consecuencia del contrato de trabajo, serán competencia de la jurisdicción laboral (art. 19).

Dado que se trata de la regulación vigente se abandona aquí su exposición, no sin destacar que uno de los asuntos de mayor importancia y trascendencia práctica que presenta se refiere al tema de la extinción contractual, abordada en los artículos 13 a 14 de la norma reglamentaria. Por ello, éste será el tema principal del presente estudio.

2.7.  La nueva Ley del Deporte de 15 de octubre de 1990

La Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte (en lo sucesivo, LD), vino a sustituir a la Ley 13/1980, de 31 de marzo, General de Cultura Física y del Deporte  (96) .

El objetivo fundamental de la nueva Ley, dice su preámbulo, es regular el marco jurídico en que debe desenvolverse la práctica deportiva en el ámbito del Estado rechazando, por un lado, la tentación fácil de asumir un protagonismo público excesivo y, por otro lado, la propensión a abdicar de toda responsabilidad en la ordenación y racionalización de cualquier sector de la vida colectiva.

En el art. 13 se define a los clubes deportivos como asociaciones privadas, integradas por personas físicas o jurídicas que tengan por objeto la promoción de una o varias modalidades deportivas, la práctica de las mismas por sus asociados, así como la participación en actividades y competiciones deportivas.

Por su parte, su art. 14 establece que los clubes deportivos se clasifican en clubes deportivos elementales, clubes deportivos básicos y sociedades anónimas deportivas. El club deportivo elemental constituye el escalón más simple de asociacionismo para la práctica del deporte aficionado, pues para su constitución basta con que varias personas físicas firmen un documento privado haciendo constar sus circunstancias personales, la voluntad de constituir el club, su nombre y finalidad, el domicilio y el sometimiento a las normas deportivas del Estado, y, en su caso, de la Federación en que se integran. En un escalón superior, se encuentran los denominados clubes deportivos básicos, cuya constitución precisa documento público  (97) . Por último, en el escalón de la «profesionalidad» se integran las sociedades anónimas deportivas. Efectivamente, la LD obliga a los clubes participantes en competiciones deportivas oficiales de carácter profesional y ámbito estatal, a constituirse en sociedades anónimas deportivas  (98) , quedando por lo tanto, sujetos al régimen general de las sociedades anónimas, si bien con las especialidades que contiene la LD.

Sin lugar a dudas, la obligatoria constitución de los clubes en sociedades anónimas deportivas fue la gran novedad de la Ley del Deporte de 1990, siendo esta materia posteriormente desarrollada por el RD 1084/1991, de 5 de julio, sobre sociedades anónimas deportivas. En esta normativa se estableció que la transformación de los clubes en SAD debía producirse, bien mediante conversión global del antiguo club deportivo, bien mediante la adscripción del equipo profesional y sus recursos económicos a una nueva S.A. Con el fin de evitar posibles especulaciones de carácter mercantil, tanto la LD, como el citado RD, recogen, entre otras, las siguientes prevenciones: desembolso total y mediante aportaciones dinerarias del capital; prohibición de ventajas o remuneraciones para los fundadores; prohibición de la titularidad de acciones en proporción al 1% del capital, de forma simultánea, en dos o más sociedades anónimas deportivas que participen en una misma competición  (99) ; autorización necesaria de la Junta de Accionistas en supuestos de actos o negocios jurídicos de disposición sobre bienes inmuebles de la sociedad cuando superen un determinado porcentaje; derechos de tanteo y retracto de los Ayuntamientos, Comunidades Autónomas y Consejo Superior de Deportes en el supuesto de enajenación de instalaciones deportivas propiedad de las SAD, etc.

En otro orden de cosas, es preciso señalar que la LD de 1990 configura el marco propio de la potestad disciplinaria deportiva  (100) . Así, en su art. 84 dispone que el Comité Español de Disciplina Deportiva es un órgano de ámbito estatal, adscrito orgánicamente al Consejo Superior de Deportes, que, actuando con independencia de éste, decide, en última instancia, en vía administrativa, las cuestiones disciplinarias de su competencia. Aunque sus Resoluciones no son susceptibles de recurso administrativo alguno, cabe interponer recurso contencioso-administrativo.
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	En este precepto, se declara relación laboral de carácter especial la de los deportistas profesionales.
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	Igual sucedía en otros ordenamientos, que también negaron en un primer momento la laboralidad al vínculo contractual deportivo. Así, a título de ejemplo, cita CABRERA BAZÁN cómo el Tribunal Supremo Federal de Brasil, en Sentencia de 4 de diciembre de 1950, declaró que los jugadores de fútbol no se encontraban amparados por la legislación laboral, mientras que en Argentina la Cámara de Apelación de Trabajo, en Sentencia de 15 de abril de 1952, también declaró que «entre el jugador profesional de fútbol y el club deportivo que lo ha contratado no existe una vinculación de carácter laboral» (El contrato de trabajo deportivo,cit., pág. 49, nota al pie n.º 35).
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	Dicha incomunicación entre el ordenamiento deportivo y el ordenamiento jurídico ordinario no sólo se limitaba al ámbito estricto de las reglas del juego (que sería lo lógico), sino que se extendía también al ámbito de la «disciplina deportiva», impidiendo a los deportistas acudir a la jurisdicción ordinaria para solventar posibles conflictos surgidos con su entidad deportiva.
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	Con anterioridad, el Decreto de 27 de agosto de 1938 había establecido que el Comité Olímpico Español (constituido a partir del Decreto de de 19 de noviembre de 1937) debía prestar su autoridad y su capacidad para el mejor desarrollo del deporte en España, según las necesidades de nuestro pueblo y bajo las directrices del Estado.
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	En concreto, el art. 76 decía lo siguiente: «la jurisdicción disciplinaria de los deportistas corresponde por entero a la Delegación Nacional de Educación Física y Deportes por sí o a través de sus organismos subordinados. Queda rigurosamente prohibido a todo deportista o Sociedad deportiva acudir, para resolver problemas a otra disciplina o poder distinto de la Delegación Nacional de Educación Física y Deportes. Todo deportista o entidad que no observare esta prohibición, perderá su condición de tal y será automáticamente descalificado». Esta normativa fue objeto de crítica por CABRERA BAZÁN, quien afirmó que «la renuncia a la jurisdicción de los Tribunales de Justicia, que es a lo que se refiere la sumisión, excede con mucho de las facultades meramente privadas de las partes, que no pueden renunciar a derechos que no le competen, por estar incluidos en la órbita y esfera del orden público, cual el conocimiento de aquellos asuntos reservados al poder judicial y a sus Tribunales, a los que les resulta atribuido de oficio y obligatoriamente y sin posibilidad de denegar justicia, a menos de incurrir en responsabilidad criminal» (El contrato de trabajo deportivo, cit., pág. 247).
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	SEMPERE NAVARRO, A. V., «Deporte», en AA.VV., Enciclopedia Jurídica Básica, Civitas, Madrid, 1995, vol. II, págs. 2124 a 2130.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	El art. 36 del Reglamento de la RFEF de 1965 establecía que a través de la inscripción se constituye la expresión de un compromiso entre Club y jugador, de que, nacen para uno y otro todos los derechos que concede y las obligaciones que impone, según la clase de aquéllos, el Reglamento, cuya aceptación por ambas partes, como ley reguladora de sus relaciones deportivas y contractuales, se formaliza al suscribir la correspondiente demanda.
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	En concreto, el segundo párrafo del art. 64 del citado Reglamento decía lo siguiente: Dentro del orden federativo no puede considerarse la práctica del juego como actividad laboral o habitual, ni las compensaciones de diversa índole que se conceden a los jugadores profesionales como salario o base de su medio de vida, ya que la primera es realmente accesoria o accidental y las segundas tienen el carácter de indemnización por tiempo perdido en el trabajo habitual, únicamente consignada en contrato para mejor garantía del jugador en su derecho a percibirla regularmente y toda vez que, por lo demás, las obligaciones del jugador son propias de la disciplina deportiva que impone la práctica del fútbol y exige la propia naturaleza de éste.
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	BASSOLS COMA, M., «Justicia deportiva y jurisdicción laboral», REDT, n.º 2, 1980.
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	Entre los autores que defendieron este planeamiento son de obligada cita los siguientes: PÉREZ-PAYÁ, J. L., «El contrato del futbolista y el Derecho del Trabajo», RT, 1955, págs. 130 y ss.; ALONSO OLEA, M., «Derecho y deporte», CPS, n.º 47, 1960; CABRERA BAZÁN, J., El contrato de trabajo deportivo, Madrid, 1961; HERNÁNDEZ MARTÍN, D., «Contrato de trabajo de los futbolistas», en AA.VV., Catorce lecciones sobre contratos especiales de trabajo, Madrid, 1965, págs, 155 y ss.; DE LA VILLA GIL, L. E., «Los deportistas y el Derecho del Trabajo», en AA.VV., Estudios es homenaje al profesor López-Rodó, vol. III, Madrid, 1972, págs, 503 y ss., y «Los futbolistas son trabajadores», CCDT, n.º 2, 1971, págs. 45 y ss., y SAGARDOY BENGOECHEA, J. A., «La condición jurídico-laboral de los jugadores profesionales de fútbol», RISS, n.º 3, 1973, págs. 521 y ss. Por su parte, en el panorama internacional también surgían dudas acerca de la naturaleza jurídica de la relación establecida entre el deportista profesional y la entidad deportiva para la que prestase servicios. Fruto de ello fue la celebración en 1968 en México del Primer Congreso Internacional de Derecho del Deporte (que tuvo lugar del 26 al 30 de junio). Dicho evento brindó importantes directivas, posteriormente recogidas por los códigos laborales de diversos países y remitidas a la OIT en calidad de sugerencias, con el fin de que más tarde se convirtieran en recomendaciones para los Estados miembros. La doctrina científica allí reunida, abogó, en su mayor parte por considerar que entre el deportista y su club existía una relación laboral (entre otros muchos, cabe citar a CANTÓN MOLLER, LÓPEZ APARICIO y RUSSOMANO), por satisfacer el deportista los requisitos para ser considerado como un trabajador (prestación de servicios, subordinación técnica y económica, dirección y pago de una retribución convenida). Consecuencia inmediata de lo que allí se dijo fue que en México la nueva Ley Federal del Trabajo de 1970 introdujera un capítulo especial relativo a los deportistas profesionales, regulación en la que el legislador mexicano se decantó por la laboralidad de la relación entre el deportista y su club. Para un análisis de lo debatido en el Primer Congreso de Derecho Internacional de Derecho del Deporte, vid. DE BUEN LOZANO, N., Derecho del Trabajo, Ed. Porrúa, México, 1994, págs. 489 a 492.
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	CABRERA BAZÁN entendió que al futbolista debía considerársele trabajador por cuenta ajena porque en él se personalizan todas las características que componen el concepto de trabajador para el Derecho del trabajo. Para un análisis a cargo del citado autor de esas características, vid. su obra El contrato de trabajo deportivo, cit., págs. 40 a 50.
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	ALONSO OLEA, M., Derecho y deporte, cit. págs. 84 y 85.
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	Con esta afirmación, criticaba el hecho de que implícitamente se diera en la Ciencia del Derecho una división entre temas respetables y otros que no lo son tanto, y entendía que un tema como el contrato de trabajo deportivo debía ser tratado con la máxima dignidad jurídica.
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	Tal vez, una fisura en esa doctrina «monolítica» lo constituyera la STS de 4 de junio de 1956, ya que apreció el carácter de relación laboral en la mantenida entre un motorista y una firma comercial. El supuesto de hecho de la citada Sentencia se refería a un accidente «in itinere» sufrido por un corredor de motos que reclamó a su empleador (Motocicletas Montesa Permanyer, S.A.) que le fueran abonadas las cantidades derivadas de la asistencia médico-farmacéutica e intervenciones quirúrgicas que habían sido previamente sufragadas por el propio accidentado, así como el importe de la indemnización por incapacidad temporal. Ante dicha reclamación, la jurisdicción laboral declaró su competencia, al afirmar que «es incuestionable que no puede negarse aquella calificación jurídica laboral al que no puede mantenerse en pie ni efectuar movimientos». VALIÑO ARCOS señala que esta STS de 4 de junio de 1956 es «la primera que declaró la laboralidad de un deportista profesional» («Posición jurídica de jugadores y entrenadores de tenis», TS, n.º 30, 1993, pág. 96). De todas formas, y si bien es anterior a la Orden de 17 de junio de 1945 (que estableció que la jurisdicción disciplinaria deportiva correspondía en exclusiva a la Delegación Nacional de Educación Física y Deportes y que prohibía al deportista acudir a la jurisdicción ordinaria), cabría tener presente la STS de 11 de octubre de 1941, que defendieron que existía un contrato de trabajo entre unas jugadoras de pelota vasca y el empresario que las contrataba, por lo que entendió que la jurisdicción social era competente para conocer del asunto En el supuesto de hecho de dicha Sentencia, el empresario del frontón Gros de San Sebastián contrató a varias pelotaris para que actuaran en su frontón durante la temporada estival de 1939. Sin embargo, las deportistas, sin previo aviso y sin causa justificada, incumplieron el contrato, abandonando su trabajo, para actuar en las mismas fechas en un frontón de Madrid, lo que motivó que el empresario del frontón de San Sebastián las demandase por incumplimiento de contrato. El asunto llegó a la Sala de lo Social del TS, que se consideró competente para conocer del asunto, desestimando la excepción de incompetencia de jurisdicción por razón de la materia alegada por las deportistas, al señalar que entre las pelotaris y el empresario de San Sebastián existía un contrato, que lo es de trabajo porque regula el que las demandadas debía prestar al actor bajo la dependencia de éste por remuneración convenida, en calidad de pelotaris del Frontón Gross explotada por aquél, concurriendo por tanto las características exigidas en los artículo primero, párrafo primero al quinto, y apartado cuarto al sexto de la Ley de 21 de noviembre de 1931 (vigente por aquel entonces) derivando tales premisas en las dos siguientes consecuencias: 1.ª, que a la jurisdicción laboral incumbe resolver la contienda conforme a lo dispuesto en el artículo 435 del Código de Trabajo en relación con el primero del Decreto-Ley de 13 de mayo de 1938, 2.ª, que es improcedente la excepción de incompetencia alegada por las demandadas por razón de la materia litigiosa. Una vez que el TS se declaró competente, condenó a las demandadas a abonar a su empresario una indemnización por los daños y perjuicios que le originaron, que en aplicación de los arts. 1101, 1106 y 1124 de CC cifró en 1.000 pesetas cada una. En esta Sentencia, la Sala de lo Social del TS había seguido la línea marcada en precedentes Resoluciones en que este órgano judicial también declaró su competencia para conocer de las cuestiones planteadas por los jugadores de pelota vasca, el calificar a éstos de «obreros». En concreto, en sus SSTS de 31 de mayo de 1932, de 24 de enero de 1936 y de 17 de febrero de 1940.
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	SALA FRANCO (El trabajo de los deportistas profesionales, Mezquita, 1983, págs. 7-8) entendió que los motivos de esta doctrina jurisprudencial por los que se excluía la actividad deportiva de toda consideración como relación laboral, y por ende se declaraba la incompetencia de la jurisdicción laboral eran los siguientes: — la expresa exclusión contenida en la Reglamentaciones Nacionales de Trabajo en los locales de espectáculos (OO.MM. de 31 de diciembre de 1945, y, posteriormente de 29 de abril de 1950), y de teatro, circo y variedades (OM de 26 de febrero de 1949); — la existencia de normas y disposiciones federativas que expresamente excluían de la jurisdicción laboral los conflictos surgidos entre los deportistas y sus clubes; la interpretación literal entonces dada al art. 1 de la Ley de Contrato de Trabajo de 26 de enero de 1944, donde se definía al contrato de trabajo como aquel por virtud del cual una o varias personas participan en la producción, entendiendo que la práctica del deporte, aunque fuera profesional, no podía ser considerada actividad productiva; — el carácter benévolo y no lucrativo del club o entidad deportiva, identificando burdamente empresario laboral y empresario mercantil.
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	En esta Sentencia, un pelotari reclamó que le fuera de aplicación la legislación sobre accidentes de trabajo, declarándose competente la Magistratura de Trabajo para conocer del asunto. Dicha Resolución fue recurrida en casación ante el TS, que estableció lo siguiente: No es aplicable la Legislación sobre Accidentes de Trabajo, por no estar el demandante protegido por ella, habiendo conocido la Magistratura de Trabajo en un asunto que no era de su competencia [...] al no estar el demandante incluido en la Ley de Accidentes de Trabajo, ni en su Reglamento y si expresamente en la Orden mencionada de 31 de diciembre de 1946, procede estimar la incompetencia de jurisdicción por razón de la materia.
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	En esta ocasión se trataba de un boxeador que demandó ante la jurisdicción laboral a su empresario por incumplimiento de contrato. El asunto llegó al TS, que si bien reconoció que el boxeador desarrollaba su actividad por cuenta y bajo la dependencia de su patrono, entendió, sin embargo, que la jurisdicción laboral carecía de competencia para conocer del litigio. Para fundamentar su decisión invocó la Reglamentación Nacional de Espectáculos y Deportes (aprobada mediante Orden de 29 de abril de 1950), declarando que la actividad desarrollada por un boxeador no puede considerarse comprendida en la definición que de los trabajadores hace el art. 6.º de la Ley del Contrato de Trabajo, debido a que es de naturaleza muy distinta a las que claramente resultan comprendidas en el ámbito laboral, ya que lo prometido por él, en el contrato celebrado, no es poner al servicio de otro su fuerza productiva, en las condiciones de actividad y diligencia acostumbradas en los productores.
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	De nuevo un pelotari acudió a la jurisdicción social para que conociera de un accidente de trabajo. La Magistratura de Trabajo n.º 3 se declaró competente para conocer del asunto por Sentencia de 10 de febrero de 1956. Dicha Resolución fue recurrida en casación y el TS estimó la excepción de incompetencia de jurisdicción por razón de la materia, basándose, entre otros argumentos, en la reglamentación de 29 de abril de 1950.
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	Formaron Sala los Magistrados del Tribunal Central de Trabajo don Gabriel González Bueno, Presidente de su Sala 1.ª; don Miguel Suja Yera, y, como ponente, don Ricardo Bernáldez Ávila.
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	En la Sentencia se conocía de la demanda que el futbolista Alberto Suárez Suárez había interpuesto contra su club, el Sevilla CF. El deportista había suscrito en 1965 un contrato para prestar sus servicios con la entidad andaluza por tres temporadas y, dado que el club no le abonó una cantidad que entendía le correspondía, reclamó dicha deuda ante la Magistratura de Trabajo, que mediante Sentencia de 25 de noviembre de 1970 estimó la excepción de incompetencia de jurisdicción por razón de la materia alegada por el Sevilla CF, no entrando en el fondo de la reclamación formulada. Contra dicha Resolución, la defensa del futbolista interpuso recurso de suplicación. El TCT, rompiendo con la línea previamente marcada por los órganos de la jurisdicción laboral y revisando la decisión de la Magistratura, entendió que el contrato que unía al futbolista Suárez Suárez con el Sevilla tenía naturaleza laboral, por lo que consideró que la jurisdicción social era la competente para conocer del asunto. En la fundamentación jurídica argumentó el Tribunal que para que existiera contrato de trabajo era necesario que coexistiesen las figuras de empresario y de trabajador, entendiendo que ambas concurrían en el supuesto. Por su parte, el Sevilla CF invocó el Reglamento de Jugadores y Entrenadores de 1965, en el que se decía que no podía considerarse la práctica del fútbol como actividad laboral y se establecía que las cantidades económicas que los deportistas percibían de sus clubes no eran salarios. Para salvar este importante escollo, el TCT afirmó que este Reglamento tenía un rango normativo ínfimo y que constituía un intento frustrado de desnaturalizar una realidad innegable, porque cuando el fútbol profesional rebasaba los límites de esparcimiento deportivo de quienes lo practican para convertirse en espectáculo de masas, mediante el pago de entrada, y el jugador hace de este deporte su medio de vida habitual, bajo dependencia ajena, sujeto a un horario estricto, ha de concluirse que nos hallamos ante un verdadero contrato de trabajo, porque lo esencial para que éste exista es que haya prestación de servicios, mediante retribución a cargo del empresario (Tribunal Supremo; 22 de marzo de 1957), sin que, se reitera, sea necesario que el objeto mismo esté encaminado a obtener la creación de bienes materiales de consumo o equipo, pues no es posible reducir el significado de la palabra producción que emplea el artículo 1.º de la Ley que se interpreta, a su estricta acepción gramatical, puesto que para el Derecho Social tiene un amplísimo alcance que abarca todas las actividades humanas, incluidas las deportivas, como declaró el Tribunal Supremo en su sentencia de 11 de octubre de 1941. Además, el TCT consideró que, a pesar de que en la cláusula 5.ª del contrato suscrito entre el jugador y el Sevilla CF se estableciera que en caso de conflicto no se acudiría a otras jurisdicciones que no fueran las federativas, dicho pacto era nulo de pleno derecho.
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	ALONSO OLEA, M. y CASAS BAAMONDE, M. E., Derecho del Trabajo, 23.ª ed. Thomson-Civitas, Madrid, 2005, pág. 105.
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	En aquella ocasión, un futbolista del RCD Mallorca había presentado una demanda ante la Magistratura de Trabajo en la que solicitaba que se condenase al club demandado a abonarle determinadas cantidades en concepto de salarios devengados y no satisfechos. Sin embargo, el órgano de instancia declaró su incompetencia por razón de la materia, por lo que no entró en el fondo del asunto. El asunto llegó a la Sala de lo Social del TS, que, en contra de lo decidido en instancia, consideró (al igual que la STCT de 24 de junio de 1971) que la jurisdicción laboral resultaba competente para conocer de los conflictos surgidos entre el futbolista y su club. En primer lugar, calificó el contrato existente entre el futbolista y su club como de trabajo, ya que, sobre la base de lo dispuesto en el art. 1 LCT, se daban en él las notas configuradoras de la relación jurídico-laboral, llegando a la conclusión de que el futbolista ostentaba la consideración de trabajador, pues estaba bajo la dependencia de su empleador (el club de fútbol) y a cambio de sus servicios recibía una remuneración.
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	La Sala de lo Social del TS en su Sentencia de 10 de octubre de 1975 entendió que el contrato que unía al deportista con su club era de naturaleza laboral, ya que en él se daban los requisitos que exigía el art. 1 de la LCT. De especial interés resultó la argumentación utilizada para neutralizar la regulación del Reglamento de Jugadores y Entrenadores de Fútbol de 1965, al afirmar que dicho Reglamento no es Ley en sentido estricto y formal ni en el sentido amplio y formal de disposición legal, y que es sólo un acuerdo de interesados en el deporte del Fútbol, y la aprobación del Delegado Nacional no le cambia de naturaleza ni le confiere rango superior, pues no tiene más alcance que el mero conocimiento y conformidad, pero no el de disposición normativa suya. Además señaló que la aceptación de sus reglas por los clubes y jugadores sólo les da rango de cláusulas contractuales, con las limitaciones que la legislación social impone a la autonomía de la voluntad, y consideró que sus normas estatutarias se refieren, fundamentalmente, al orden deportivo y las infracciones de las mismas sólo originan sanciones disciplinarias y no la nulidad de los contratos entre clubes y jugadores con cancelación de los derechos y obligaciones laborales o civiles concertados en ellos, todo ello sin olvidar que el referido Reglamento de Jugadores de Fútbol será nulo y carecerá de todo valor y eficacia, siendo jurídicamente inexigible en la esfera de reglamentación de trabajo, según expresiones del art. 20 de la Ley de 16 de octubre de 1942 sobre Reglamentaciones de Trabajo.
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	En esta ocasión, la Sala de lo Contencioso-Administrativo conoció la reclamación de un deportista hípico que había sido excluido de competir en la fase final del Campeonato de España de Doma, pese a su condición de finalista, y sancionado por la Federación con la pérdida de la condición de deportista, precisamente por haber interpuesto recurso ante los Tribunales. Lo más importante de esta Sentencia es que estableció que la regulación contenida en al art. 76 del Estatuto Orgánico de la Delegación Nacional de Educación Física y Deportes de 7 de junio de 1945 y en la que se prohibía, en términos absolutos, a todo deportista acudir para resolver sus problemas a otra disciplina o poder distinto del de la Delegación Nacional de Educación Física y Deportes, con pérdida de la condición de deportista a quien no observase tal prohibición, era un precepto que carecía de virtualidad.
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	ROQUETA BUJ, R., El trabajo de los deportistas profesionales, Tirant lo Blanch, Valencia, 1996, pág. 28.
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	En concreto se trata de siete Sentencias, que se dictaron del 18 al 21 de diciembre de dicho año.
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	La huelga se originó a raíz de una serie de desacuerdos surgidos entre los jugadores de fútbol y sus respectivos clubes, motivados principalmente por el tratamiento de la figura del «amateur compensado», que propició que futbolistas de varios equipos (en concreto, Athletic de Bilbao, Real Betis Balompié, Real Club Celta de Vigo, Real Club Deportivo de La Coruña, Sociedad Deportiva Huesca y Sevilla Fútbol Club) decidieran comunicar una huelga para la jornada de Liga del 4 de marzo de 1979. Como consecuencia de la efectiva realización de la huelga, los clubes impusieron como sanción a sus jugadores la pérdida del 10% de sus primas anuales fijadas para la temporada de 1979. Contra dichas sanciones, los jugadores recurrieron ante sus respectivas Magistraturas de Trabajo, las cuales se declararon competentes para conocer el asunto, con la única excepción de la Magistratura n.º 2 de La Coruña, que estimó la excepción de incompetencia de jurisdicción por razón de la materia alegada por los clubes al entender que corresponde el enjuiciamiento de la misma a los Organismos Federativos reconocidos en los Estatutos de la RFEF, ante las cuales podrán deducirla si la estiman oportuna. Todas las Sentencias de Magistratura fueron recurridas en suplicación por las partes perjudicadas, y unánimemente, el TCT declaró en todas sus Resoluciones la competencia de la jurisdicción laboral para conocer de la demanda planteada por los jugadores.
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	Relativa a los jugadores del Deportivo de La Coruña.
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	Así por ejemplo, en Sentencia de 20 de diciembre de 1979, relativa al caso de los jugadores del Sevilla Club de Fútbol, se dijo que la relación que vincula a las partes litigantes [futbolistas profesionales y club que contrató sus servicios retribuidos] es de evidente naturaleza laboral [lo que niega la parte recurrente], en cuanto que concurren las notas de ajenidad, dependencia y profesionalidad que son propias de tal clase de relación, siendo de significar que la conclusión expuesta encuentra sólido fundamento en el reiterado criterio jurisprudencial. Por su parte, en la Sentencia de 21 de diciembre de 197, en relación al Real Club Celta de Vigo, se estableció que aunque históricamente había suscitado dudas determinar qué calificación jurídica corresponda al vínculo que relaciona a los jugadores de fútbol profesional con sus clubes, ya antes de la vigencia de la Ley de Relaciones Laborales había quedado esclarecido el tema por la jurisprudencia, que, en solución comúnmente compartida por la doctrina científica, atribuyó a dicha relación carácter laboral, por apreciar concurrían en ella todas las notas del contrato de trabajo.
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	Según el TCT, estas disposiciones no han creado una Jurisdicción especial, en el sentido propio de dichos términos, estableciéndose unos órganos de estructura y funcionamiento especial, que participan o ejercen el poder o la función jurisdiccional del Estado, sino que dichas disposiciones se refieren a las denominadas faltas técnicas o infracciones de las reglas del juego, por faltar una declaración legal expresa en el sentido que permita incluir la materia disciplinaria deportiva en la excepción contenida al final en el ap. 5) del art. 1.º de la Ley de Procedimiento Laboral, y afirmó que sólo por Ley se puede desplazar a la Jurisdicción de Trabajo del conocimiento de materias laborales.
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	Así, en la Sentencia de 19 de diciembre de 1979, relativa al caso de los jugadores del Real Betis Balompié, se señaló la necesidad de distinguir las faltas «técnicas» (de las que conocían los órganos deportivos) de las propiamente disciplinarias de la relación empresa-trabajo (de las que conocía la jurisdicción ordinaria) y aunque la frontera no fuera siempre nítida, en el caso de la huelga de futbolistas era claro que no se trataba de una falta técnica, por lo que debía conocer la jurisdicción laboral. En concreto, se dijo lo siguiente: las facultades que otorgan hoy al Consejo Superior de Deportes están referidas al ámbito estrictamente deportivo y disciplinario, moviéndose dentro del círculo propio de las reglas del juego, y aun cuando pudiera resultar difícil en casos concretos la determinación de las fronteras que separan las llamadas faltas técnicas de las propiamente disciplinaras de relación empresa-trabajador, el hecho enjuiciado claramente en aquéllas y es representativo de un acontecimiento entre empresa y trabajador que, consecuentemente, engendra materia del conocimiento de las jurisdicción laboral.
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	En el mismo sentido se manifestó el TCT en su Sentencia de 18 de diciembre de 1979, donde se dijo, en relación a los arts. 20 y 24 de la Ley de Educación Física, que dichos preceptos no pueden estimarse como indicativos de la creación de una jurisdicción especial que, como tal, con una estructuración orgánica, participe de la función jurisdiccional del Estado, sino que las facultades que otorgan al hoy Consejo General de Deportes están referidas al ámbito estrictamente, moviéndose dentro del círculo propio de las reglas del juego.
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	En este mismo sentido, en la Sentencia de 21 de diciembre de 1979 se señaló que lo que se sanciona es la participación de unos trabajadores en una huelga mediante el ejercicio de la potestad disciplinaria de la empresa en el aspecto puramente profesional del contrato.
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	SEMPERE NAVARRO, A. V., «Deporte», en AA.VV., Enciclopedia Jurídica Básica, cit., pág. 2125.


	 Ver Texto 




	 (38) 

	Sin embargo, y salvando las distancias, en las Leyes Fundamentales del período franquista, tal vez pudiera entenderse que existía una implícita consideración al deporte en la Base XII de la Ley de Principios del Movimiento de 17 de mayo de 1958 al establecer que El Estado procurará por todos los medios a su alcance perfeccionar la salud física y moral de los españoles [...]. Pudiera considerarse el deporte como un medio encaminado a perfeccionar la «salud física y moral».
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	El proceso de redacción del art. 43.3 fue especialmente pacífico, ya que el texto final coincide en gran medida con el que contenía el Anteproyecto Constitucional (BOC de 5 de enero de 1978), que su art. 36.3, ofreció la siguiente redacción: Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria y el deporte y facilitarán la ordenada utilización del ocio.
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	En la Constitución griega de 9 de junio de 1975, entre los derechos calificados como «individuales y sociales», el párrafo 9 de su art. 16 establece que los deportes quedan bajo la protección y la alta vigilancia del Estado. El Estado subvencionará y supervisará las uniones y asociaciones deportivas de toda clase, en los términos que la ley disponga. La ley fijará asimismo las condiciones en que deben invertirse las subvenciones del Estado, conforme a las finalidades de dichas Entidades. La Constitución de Portugal de 2 de abril de 1976 incluye al deporte dentro de los «derechos y deberes sociales y culturales», señalando el art. 64 que el derecho a la protección a la salud debe hacerse efectivo por la promoción de la cultura física y deportiva, entre otros medios, y estableciendo su art. 79 que el Estado reconoce el derecho de los ciudadanos a la cultura física y al deporte, como medios de promoción humana, y le corresponde promover, estimular y orientar la práctica y difusión de los mismos. Para un análisis del deporte en la Constitución portuguesa, vid. MEIRIM, J. M., «O quadro jurídico do sistema desportivo portugués», RJD, 2003-1, n.º 9, págs. 135-138. Fuera del ámbito europeo, la Constitución de Filipinas de 1987 establece en su art. 19 que El Estado promoverá la educación física y animará los programas de deportes, competiciones en liga y deportes de aficionados, incluido el entrenamiento para las competiciones internacionales, a fin de fomentar la autodisciplina, el trabajo en equipo y la excelencia en el desarrollo de una ciudadanía sana y dinámica. Todas las instituciones educacionales desarrollarán en actividades deportivas regulares en todo el país, en cooperación con los clubs de atletismo y otros sectores.
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	BERMEJO VERA, J., «Constitución y ordenamiento deportivo», en Estudios sobre la Constitución española. Homenaje al prof. García de Enterría, Civitas, tomo II, Madrid, 1991, pág. 1519.
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	ALZAGA VILLAAMIL afirma que «el empleo del término principios es muy revelador de que el poder constituyente es consciente de que no está consagrando derechos subjetivos propiamente dichos» (Derecho político español según la constitución de 1978, tomo II, 3.ª ed, Centro de Estudios Ramón Areces, 2002, pág. 199).
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	DE ESTEBAN, J. y GONZÁLEZ TREVIJANO, P. J., Curso de Derecho Constitucional II, Servicio de Publicaciones de la Facultad de Derecho, Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 1993, págs. 289 y 290.
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	 (44) 

	JIMÉNEZ CAMPO afirma que en virtud del art. 53.3 CE, la Constitución impide dar reconocimiento y tratamiento de derecho subjetivo a cualquiera de los contenidos en el Capítulo Tercero, de tal forma que hasta que no se apruebe una Ley que desarrolle tales derechos, el intérprete no puede reconocer en éstos ningún derecho subjetivo vinculante para el legislador («Protección de los derechos fundamentales», en Comentarios a la Constitución Española de 1978 (dirigido por ALZAGA VILLAAMIL), tomo IV, Edersa, Madrid, 1996, págs. 520-521).
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	JIMÉNEZ CAMPO emplea el término «derechos aparentes» en referencia a los que figuran en los principios rectores de la política social y económica («Protección de los derechos fundamentales», en Comentarios a la Constitución Española de 1978 (dirigido por ALZAGA VILLAAMIL), cit., págs. 520-522). Para este autor, los derechos «aparentes» reconocidos en el Capítulo Tercero suponen que, a diferencia de lo que sucede con los derechos fundamentales, el derecho nacerá, en su caso, de la ley, y esto no significa otra cosa que en el Capítulo Tercero no hay derechos que se impongan ya, a partir de la sola Constitución, frente al legislador.
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	ALONSO DE ANTONIO, A. L. y ALONSO DE ANTONIO, J. A., Derecho Constitucional Español, 3.ª ed., Editorial Universitaria SA, Madrid, 2002, pág. 264.
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	En este sentido se manifiesta el TC en sus Sentencias 18/1982, de 5 de mayo; 15/1985, de 26 de enero; y 14/1992, de 10 de febrero.


	 Ver Texto 




	 (48) 

	STC 172/1989, de 19 de octubre.
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	STC 83/1984, de 24 de julio.
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	STC 14/1992, de 10 de febrero.
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	 (51) 

	DE ESTEBAN, J. y GONZÁLEZ TREVIJANO, P. J., Curso de Derecho Constitucional II,cit., pág. 291. Además, ambos autores señalan que en el art. 43.3 CE tuvo una clara influencia el art. 79 de la Constitución portuguesa de 1976.
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	BORRAJO DACRUZ, E., Comentarios a la Constitución Española de 1978 (dirigido por ALZAGA VILLAMIL), tomo IV, pág. 201. Por otro lado, BERMEJO VERA entiende que la encomienda o mandato constitucional dirigido a los Poderes Públicos juega un papel semejante al desempeñado por un eventual precepto de reconocimiento del derecho ciudadano al deporte [...] porque la encomienda o mandato exige respuestas efectivas de los Poderes Públicos, sin que proceda la pasividad o neutralidad de aquellos, lo que, en buena medida, contribuirá a la aparición práctica de ese derecho («Constitución y ordenamiento deportivo», en Estudios sobre la Constitución española, cit., pág. 1527).
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	RUBIO SÁNCHEZ, F., El contrato de trabajo de los deportistas profesionales, Dykinson, 2002, pág. 35.
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	 (54) 

	Efectivamente, algunas Comunidades Autónomas, utilizando la competencia que les otorga tanto la CE como sus propios Estatutos, han promulgado disposiciones legales para la ordenación sustantiva y racionalización del sector del deporte en el ámbito territorial y funcional. La Comunidad de Madrid, promulgó su Ley reguladora de la Cultura Física y el Deporte el 5 de junio de 1986 (derogada por la Ley de 28 de diciembre de 1994); la Comunidad del País Vasco, el 18 de febrero de 1988 (derogada por la Ley REGULADORA del deporte de 11 de junio de 1998); la Comunidad Autónoma de Cataluña, el 7 de abril de 1988; la Comunidad Autónoma de Castilla y León, el 22 de julio de 1990; la Comunidad Autónoma de Aragón, el 16 de marzo de 1993; la Comunidad Autónoma de Murcia, el 16 de julio de 1993; el Principado de Asturias, el 29 de diciembre de 1994; la Comunidad Autónoma de La Rioja, el 2 de mayo de 1995; la Comunidad Autónoma de Galicia, el 22 de agosto de 1997; la Comunidad de Andalucía, el 14 de diciembre de 1998; y la Comunidad de Navarra, el 15 de julio de 2001 (Ley Foral 15/2001).
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	El País Vasco, Cataluña, Galicia, Andalucía y Navarra no asumieron competencias en sus Estatutos de Autonomía por la vía del art. 148, sino por el 149.
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	 (56) 

	En la STC 1/1986, de 10 de enero, se afirma que desde el momento en que la decisión sobre la participación en la competición ha adquirido rango nacional, por haberse pronunciado ya la Federación Española correspondiente, es claro que la posible intervención administrativa que aquí se viene considerando no puede corresponder a las autoridades de la Comunidad Autónoma, pues si ésta tiene, sin duda, competencias en materia deportiva con arreglo a su Estatuto de Autonomía, no es menos cierto que estas competencias, como cualesquiera otras de las que ostente, no pueden desplegarse sobre entes que, como en este caso ocurre, existen y desarrollan sus actividades en un ámbito nacional sustraído ya al ejercicio de las potestades autonómicas, estando la autonomía constitucionalmente garantizada a las Comunidades Autónomas, al servicio de la gestión de sus intereses propios (art. 137 de la Constitución), limitados ratione loci (art. 25.1 del Estatuto de Autonomía de Cataluña), y no siendo desde ella posible, ciertamente, la afectación, como aquí habría de ocurrir, de intereses que son propios del deporte federado español en su conjunto (fundamento jurídico 3.º).
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	La STC 1/1986 reconoció en su fundamento furídico 3.º que la competición internacional, por su régimen federativo interno de autorización, desplaza la articulación del eventual régimen de su intervención ADMINISTRATIVA más allá del ámbito propio de una Federación regional [...]. Autorizada por una Federación Española la comparecencia internacional de una de las Federaciones catalanas que en ella se integran, no puede reclamar la Generalidad, como competencia propia, la de sujetar a su intervención administrativa ulterior, ratificándola o no, aquella autorización federativa.
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	Bermejo VERA, J., «Constitución y ordenamiento deportivo», en Estudios sobre la Constitución española, cit., pág. 1545. Además, este autor precisa que el deporte no puede ser considerado [...] como una materia que se atribuye a uno u otro de los ámbitos competenciales en juego. Las facetas o vertientes en que resulta posible contemplar la actividad deportiva impiden su consideración monolítica y su encaje exclusivo en la esfera competencial de alguno de los Poderes públicos. Por su parte, CASTILLO BLANCO afirma que la «promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio» es una materia en que la totalidad de los Estatutos de las Comunidades Autónomas han asumido su competencia exclusiva, aunque, no por ello, cabe negarle toda intervención al Estado en materia deportiva tanto como manifestación cultural (art. 149.2 CE) como por los límites territoriales de cada Comunidad Autónoma que determinan, en una lectura conjunta, que quepa ser considerada como una competencia concurrente en la medida en que en ésta concurren elementos de competencia estatal (sanidad, relaciones exteriores, etc.) («Competencias de las Comunidades Autónomas», en Comentarios a la Constitución Española de 1978 (dirigido por ALZAGA VILLAAMIL), tomo XI, Edersa, Madrid, 1999, pág. 186).
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	BERMEJO VERA, J., «Constitución y ordenamiento deportivo», en Estudios sobre la Constitución española,cit., pág. 1528.
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	 (60) 

	Además de a los deportistas profesionales, la vigente redacción del art. 2.1 del ET atribuye la condición de relación laboral especial al personal de alta dirección, el servicio del hogar familiar, los penados en instituciones penitenciarias, los artistas en espectáculos públicos, los trabajadores que intervengan en operaciones mercantiles, los minusválidos ocupados en Centros Especiales de Empleo y los estibadores portuarios. ALONSO OLEA y CASAS BAAMONDE entienden que se trata de una lista cerrada, puesto que hace falta una ley para aumentarla(Derecho del Trabajo,cit., pág. 75). En efecto, a esta relación contenida en el art. 2.1 del ET, pueden añadirse por Ley otras categorías de relaciones laborales especiales de acuerdo con lo previsto en el citado precepto. De esta forma, la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, creó la relación especial de los menores sometidos a medidas de internamiento, y la Ley 44/2003, de ordenación de profesiones sanitarias, añadió una nueva relación laboral especial: la de los residentes en formación de especialistas. Por último, la Ley 22/2005, de 18 de noviembre, reguló la relación laboral de carácter especial de los Abogados que prestan servicios en despachos individuales o colectivos.
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	MORENO VIDA considera que dicho mandato contenido en el art. 2.2 ET resulta innecesario, ya que, como es sabido, la propia Constitución establece su función informadora y conformadora de todo el ordenamiento jurídico (en la obra colectiva Comentarios al Estatuto de los Trabajadores, dirigida por MONEREO PÉREZ, Comares, Granada, 1998, pág. 77). Por el contrario, MONTOYA MELGAR entiende que la directriz impuesta por el ET a ulteriores normadores de las relaciones laborales especiales para que respeten los derechos básicos reconocidos en la Constitución, si bien pudiera parecer superflua, tiene su sentido: la regulación de las relaciones laborales especiales de trabajo sólo puede supeditarse a la suprema norma constitucional, y no a la legislación ordinaria. Más claramente aún, lo que el ET quiere decir es que sus disposiciones no vinculan el régimen de las relaciones especiales de trabajo (en la obra colectiva Comentarios al Estatuto de los Trabajadores, 4.ª ed., Aranzadi, 2001, pág. 35).
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	ROQUETA BUJ, R., El trabajo de los deportistas profesionales, cit., pág. 31.
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	DURÁN LÓPEZ, F., «La relación laboral especial de los deportistas profesionales», RL 1985-II, pág. 46.
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	ROQUETA BUJ, R., El trabajo de los deportistas profesionales, cit., pág. 31.
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	DURÁN LÓPEZ, F., «La relación laboral especial de los deportistas profesionales», cit., pág. 46.
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	Y lo mismo sucede con los jugadores de balonmano, de baloncesto, ciclistas, etc.
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	 (67) 

	En concreto, en el fundamento jurídico 2.º de la citada STC 56/1988 se dijo lo siguiente: «Conviene advertir, por lo pronto, que no es contraria al art. 14 de la Constitución la existencia de regímenes jurídicos distintos para los diferentes colectivos de trabajadores por cuenta ajena, siempre que ello esté justificado por las características especiales de cada tipo de trabajo. La existencia de relaciones especiales de trabajo, o de relaciones que podemos calificar como “estatutarias”, ha sido tradicional en el Derecho del trabajo, que no en vano es un sector del ordenamiento caracterizado, precisamente, por su fuerte veta “sectorial” y “profesional”. Esa diferencia de régimen ha sido confirmada, últimamente, por la Ley 8/1980 del Estatuto de los Trabajadores —y ampliada, incluso, con la reforma operada por la Ley 32/1984, y ha sido justificada en más de una ocasión por este Tribunal —SSTC 79/1983, de 5 de octubre, y 26/1984, de 24 de febrero, entre otras—, diferencias de régimen jurídico que se deben en esos casos a las especiales características del trabajo que cada norma viene a regular, bien por la cualidad de las personas que lo prestan, bien por la sede donde se realiza el trabajo, bien por el tipo de funciones que se realizan. No puede decirse, por tanto, que las diferencias de régimen jurídico se deban a razones arbitrarias o irrazonables. Puede sostenerse, por el contrario, que como regla general, la diferencia de régimen jurídico se corresponde con una diferencia material o sustancial previa, y que sólo acreditándose una semejanza sustancial podría entenderse que el trato diferencial fuera discriminatorio. Por eso, en el ámbito de este recurso, ha insistido este Tribunal en que la diversidad de tratamiento entre distintas clases de trabajadores, dentro de la Seguridad Social, que corresponde a su encuadramiento en diferentes regímenes, no es atentatorio al derecho de igualdad» (AATC 78/1984, de 8 de febrero y 112/1984, de 22 de febrero).
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	Entre la normativa que desarrollaba la Ley del Deporte de 1980 son de obligada cita las siguientes disposiciones: RD 2690/1980, de 17 de octubre, sobre régimen disciplinario deportivo, reformado por virtud del RD 642/1984, que creó el Comité Superior de Disciplina Deportiva, con competencia como última instancia administrativa, sobre las cuestiones de disciplina deportiva; RD 177/1981, de 16 de enero, sobre normas reguladoras de clubes y Federaciones, modificado parcialmente por el RD 643/1984. de 28 de marzo, sobre estructuras federativas; RD 1466/1988, de 2 de diciembre, sobre estructura y organización del Consejo Superior de Deportes.
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	Además, en el art. 1 de la Ley, se declaraba que constituía objeto de la misma el impulso, orientación y coordinación de la educación física y del deporte como factores imprescindibles en la formación y en el desarrollo integral de la persona.
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	En la misma línea se enmarca el RD 2690/1980, de 17 de octubre (que desarrollaba la Ley del Deporte de 1980), y que versa sobre régimen disciplinario deportivo, al establecer en su art. 2 que el ámbito de la potestad disciplinaria deportiva se extendía a las infracciones cometidas con ocasión o como consecuencia del juego, competición o prueba y a la conducta contraria a la disciplina y normas de carácter deportivo, cuyos principios generales se establecen en el presente Real Decreto.
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	Vid. SALA FRANCO, T., El trabajo de los deportistas profesionales, cit. pág. 17, y ROQUETA BUJ, R., El trabajo de los deportistas profesionales, cit., pág. 37.
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El art. 34 de la Ley 13/1980 decía lo siguiente: 1. El ámbito de la potestad disciplinaria se extiende a las infracciones reglamentarias de las reglas de juego y de la conducta deportiva. 2. Su ejercicio corresponderá: a) A las agrupaciones, asociaciones, clubs y entidades deportivas, sobre sus deportistas, afiliados y técnicos, de conformidad con sus estatutos, reglamentos y disposiciones de régimen interior; b) A las Federaciones, sobre las personas físicas y jurídicas afiliadas y sobre los técnicos, según sus normas estatutarias y reglamentarias; c) Al Comité Superior de Disciplina Deportiva que, adscrito orgánicamente al Consejo Superior de Deportes, actúa con independencia de éste y de las Federaciones españolas cuando decide en última instancia sobre las cuestiones disciplinarias de su competencia que se determinen reglamentariamente. 3. Los acuerdos que adopten las asociaciones, agrupaciones y clubs deportivos son recurribles ante las Federaciones respectivas, y los de éstas, en su caso, ante el Comité Superior de Disciplina Deportiva.

Por su parte, en el art. 37 se afirmaba que: 1. Contra las resoluciones del Comité Superior de Disciplina Deportiva no cabe recurso administrativo alguno. 2. Las infracciones y responsabilidades al margen de la potestad disciplinaria deportiva se regirán por el Derecho común.
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	SAGARDOY BENGOECHEA J. A. y GUERRERO OSTOLAZA, J. M., El contrato de trabajo del deportista profesional, cit., pág. 17.
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	SEMPERE NAVARRO, A. V., Deporte, en AA.VV., Enciclopedia Jurídica Básica, cit., pág. 2125.
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	En concreto, la Disposición Adicional 2.ª establecía que el Gobierno, en el plazo de dieciocho meses, regulará el régimen jurídico de las relaciones laborales de carácter especial enumeradas en el art. 2 de esta ley. No obstante, este precepto fue modificado por la Disposición Adicional 1.ª de la Ley 32/1984, de 2 de agosto, como consecuencia de los problemas que planteó el primer plazo sin que se hubiera culminado por el Gobierno la regulación de la totalidad de las relaciones laborales especiales, concediéndose al Gobierno un nuevo plazo máximo de 12 meses para regular el régimen jurídico de las mismas.
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	Entre otros autores, vid. SALA FRANCO, T., El trabajo de los deportistas profesionales, cit., págs. 18 y 19; AGUILERA FERNÁNDEZ, A., Estado y Deporte, Comares, Granada, 1992, pág. 129; y SAGARDOY BENGOECHEA, J. A. y GUERRERO OSTOLAZA, J. M., El contrato de trabajo del deportista profesional, cit., pág. 34.
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	Como es sabido, el art. 35.2 CE, ubicado dentro del Capítulo Segundo del Título I, afirma que la ley regulará un estatuto de los trabajadores, y el art. 53.1 que los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo Segundo del presente título [el primero] vinculan a todos los poderes públicos. Solo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades [...].
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	Entre otros, vid. BORRAJO DACRUZ, E., «La nueva regulación de la relación laboral especial del personal de alta dirección», DL, n.º monográfico diciembre 1985, pág. 17; y DE LA VILLA GIL, L. E., «La relación laboral de carácter especial del personal de alta dirección», DL, n.º monográfico diciembre 1985, pág. 199.
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	SALA FRANCO, T., El trabajo de los deportistas profesionales, cit., pág. 19. En un sentido parecido, vid. CARDENAL CARRO, M., Deporte y Derecho. Las relaciones laborales del deporte profesional, Universidad de Murcia-BBK, 1996, págs. 82 y 83.
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	VALDÉS DAL-RÉ, F., «La potestad reglamentaria en el ordenamiento laboral», REDC, n.º 26, 1989, págs. 74 y 75.
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	De todas formas, VALDÉS DAL-RÉ, tras calificar la técnica empleada por el ET como deslegalización, señala que no puede desconocerse que nos hallamos ante una deslegalización atípica o, por mejor decirlo, especial. En primer lugar por cuanto se encuentra sometida a plazo, lo que comporta que la habilitación no habilite al Gobierno a desarrollos indefinidos o, si se prefiere, que la delegación se consume una vez dictada por el Ejecutivo la norma oportuna [...]. La segunda particularidad reside en que la deslegalización operada por el ET no tiene el efecto de rebajar el rango normativo de una ley anterior, cuya derogación quedaría aplazada hasta la promulgación de las normas reglamentarias, y hasta entonces, y por lo mismo, conservando su vigencia y rango [...]. Desde una perspectiva técnico constitucional, la deslegalización llevada a cabo por el ET no me parece objetable («La potestad reglamentaria en el ordenamiento laboral», cit., págs. 80 y 81).
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	En este sentido, vid. RAMÍREZ MARTÍNEZ, J. M., «La relación laboral especial del servicio del hogar familiar», en Comentarios a las Leyes Laborales. El Estatuto de los Trabajadores, tomo II, vol. 1.º, pág. 45; y PALOMEQUE LÓPEZ, P., «La relación laboral de los penados en instituciones penitenciarias», REDT, n.º 9, 1982, pág. 569. Por el contrario, DE LA VILLA GIL entiende que no nos hallamos ante una deslegalización, sino simplemente ante una remisión normativa que habilita sólo al Ejecutivo a establecer el régimen jurídico de las especialidades de esas relaciones laborales, sin alterar el núcleo central de aplicación del propio ET, señalando que la delegación contenida en la Disposición Adicional 2.ª se efectúa para completar la regulación material del ET pero sin excluir ese ámbito de ordenación, sustituyéndolo por otro.
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	Así, en el fundamento jurídico 5.º de la STC 26/1984, de 24 de febrero, se afirma que el Estatuto de los Trabajadores produjo una plena deslegalización del régimen jurídico aplicable a los que aquél denomina criados domésticos, sin más condicionamientos que los del texto de la Ley degradatoria.
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	Vid. SAGARDOY BENGOECHEA, J. A. y GUERRERO OSTOLAZA, J. M., El contrato de trabajo del deportista profesional, cit., pág. 35, y ROQUETA BUJ, R., El trabajo de los deportistas profesionales, cit., pág. 38.
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	SAGARDOY BENGOECHEA J. A. y GUERRERO OSTOLAZA, J. M., El contrato de trabajo DEL deportista profesional, cit., pág. 35.
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	ROQUETA BUJ, R., El trabajo de los deportistas profesionales, cit., pág. 38. En idéntico sentido, vid. SAGARDOY BENGOECHEA, J. A. y GUERRERO Ostolaza, J. M., El contrato de trabajo del deportista profesional, cit., pág. 35.
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	En esta línea, el art. 13 del RD 318/1981 establecía que en todo lo no regulado en el mismo era de aplicación lo previsto en los pactos colectivos y en los contratos individuales. Afirma ROQUETA BUJ que sobre la tricotomía normativa (Real Decreto-convenio colectivo-contrato individual) giraba la regulación de la relación de trabajo deportivo en la disposición reglamentaria (El trabajo de los deportistas profesionales, cit., pág. 39).
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	El art. 1.2 definía al deportista profesional como aquel que, en posesión de la correspondiente licencia federativa, se dedicara regularmente a la práctica del deporte por cuenta y dentro de ámbito de organización y dirección de un club, a cambio de una retribución, cualquiera que fuese su forma, cuantía y clase.
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	El derecho de retención consistía en que los clubes contaban con la facultad para prorrogar el contrato del deportista de forma automática, de tal manera que el deportista al finalizar su contrato no era libre para cambiar de club, pues ello dependía de que su empleador ejercitase o no este derecho de retención.
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	Con respecto a esta causa, la propia norma precisaba que si a la terminación del contrato el deportista estipulase un nuevo contrato con otro club o entidad deportiva, el de procedencia tendrá derecho a una indemnización de preparación y formación, que correrá a cargo del nuevo club o entidad deportiva. La cuantía de esta indemnización se fijará por los clubs interesados y, en caso de no existir acuerdo, por un procedimiento arbitral fijado por la Federación correspondiente.
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	Añadía la norma reglamentaria que el deportista o sus beneficiarios tendrán, en estos casos, derecho a percibir la prestación que proceda de la Seguridad Social y, salvo pacto más beneficioso en contrario, a una indemnización de seis mensualidades en el caso de muerte y tres en el de lesión, que tuviera su causa en el ejercicio del deporte.
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	En estos casos, se anunciaba que debía seguirse el procedimiento previsto en el art. 51 del ET.
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	En este sentido, vid. RUBIO SÁNCHEZ, F., El contrato de trabajo de los deportistas profesionales, cit., pág. 69.
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	ROQUETA BUJ, R., El trabajo de los deportistas profesionales, cit., págs. 40 y 41.
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	GONZÁLEZ DE LENA, «Las relaciones especiales de trabajo, el Estatuto de los Trabajadores y los Decretos reguladores», RL, n.º 2, 1986, pág. 12.
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	 (96) 

	En el preámbulo de la vigente LD, se afirma que la sustitución de la anterior Ley de 1980 se justifica, no tanto por el tiempo transcurrido desde su publicación como por las exigencias derivadas de la interpretación pactada del proceso autonómico, y por la propia evolución del fenómeno deportivo.


	 Ver Texto 




	 (97) 

	En este mismo escalón se ubican las entidades públicas o privadas, legalmente configuradas, que pretendan desarrollar actividades deportivas de carácter accesorio en relación con su objeto principal.


	 Ver Texto 




	 (98) 

	A pesar de que la LD estableció que obligatoriamente los clubes debían constituirse en Sociedades Anónimas, se eximió de dicha obligación al Real Madrid, Barcelona, Osasuna y Athletic de Bilbao, por ser los únicos clubes que en aquel entonces presentaban una situación económica positiva.


	 Ver Texto 




	 (99) 

	Con esta prohibición se pretenden evitar «fraudes» en la competición, ya que, si una misma persona fuera accionista mayoritario de dos o más equipos de una misma competición, existiría el riesgo de que cuando estos equipos se enfrentasen entre sí, recibiesen órdenes para pactar un determinado resultado. Aunque la finalidad es plausible, la norma no puede evitar la aparición de «testaferros».
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	 (100) 

	En el art. 73 se establece que 1. El ámbito de la disciplina deportiva, a los efectos de la presente Ley, y cuando se trate de actividades o competiciones de ámbito estatal y, en su caso, internacional, o afecte a personas que participen en ellas, se extiende a las infracciones de reglas del juego o competición y normas generales deportivas tipificadas en esta Ley, en sus disposiciones de desarrollo y en las estatutarias o reglamentarias de Clubes deportivos, Ligas profesionales y Federaciones deportivas españolas. 2. Son infracciones de las reglas del juego o competición las acciones u omisiones que, durante el curso del juego o competición, vulneren, impidan o perturben su normal desarrollo. Son infracciones a las normas generales deportivas las demás acciones u omisiones que sean contrarias a lo dispuesto por dichas normas.
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Presupuestos subjetivos para la aplicación del régimen extintivo del RD 1006/1985 



Una vez analizado el proceso a través del cual el trabajo de los deportistas profesionales se encuadró en el ámbito del Derecho del trabajo y puesto en situación el marco normativo vigente, conviene que nos detengamos en examinar el concepto legal de deportista profesional a efectos de determinar los sujetos sometidos al régimen extintivo contemplado en el RD 1006/1985, que después será objeto de análisis. Según el art. 1.2 de la norma laboral especial deportiva, son deportistas profesionales quienes en virtud de una relación establecida con carácter regular, se dediquen voluntariamente a la práctica del deporte por cuenta y dentro del ámbito de organización y dirección de un club o entidad deportiva a cambio de una retribución.

Antes de proceder al análisis de los presupuestos de la norma transcrita, conviene reiterar que, a diferencia de lo dispuesto en el RD 318/1981, en la normativa vigente se suprime la posesión de la licencia federativa como requisito sine qua non para obtener la calificación de deportista profesional  (1) . Efectivamente, en la anterior regulación se exigía estar en posesión de dicha licencia como condición indispensable para obtener la calificación de deportista profesional, de tal forma que, por un lado, la ausencia de dicho presupuesto suponía la inexistencia de contrato de trabajo, y, por otra parte, se consideraba como causa extintiva de la relación laboral la inhabilitación o suspensión federativa por tiempo superior a un año  (2) . La exigencia contenida en la anterior normativa de la licencia federativa para que se considerase la práctica deportiva como relación laboral se vio reflejada en las SSTS de 14 de mayo de 1981 y de 9 de julio de 1983. Por el contrario, la STS de 6 de octubre de 1982 consideró que la no tramitación de la licencia federativa no era suficiente para desvirtuar la naturaleza laboral del negocio jurídico  (3) .

De esta forma, en la vigente normativa, dada la eliminación del presupuesto de la licencia, se amplía el abanico de sujetos amparados por el RD 1006/1985, y, por ende, se incrementa el ámbito de aplicación del régimen extintivo contemplado en la citada norma reglamentaria. La modificación resulta positiva, ya que de este modo se solventan las divergencias jurisprudenciales y se evitan algunas situaciones injustas. Así, uno de los problemas que se podía generar a la luz de la anterior normativa era el de que si un club quería prescindir de los servicios de un deportista sin estar obligado indemnizarle, bastaba con que omitiese voluntariamente la tramitación anual de su ficha federativa. De esta forma, la ausencia de uno de los elementos considerados por el RD 318/1981 como esenciales del contrato (la licencia) conducía a la resolución del mismo. En cambio, en la regulación vigente la supresión de la exigencia de la licencia deportiva impide que se produzca ese resultado.

Por otro lado, hay que tener en cuenta que el sometimiento al ámbito de aplicación de la normativa laboral específica de este tipo de relación especial no puede en modo alguno condicionarse, como se efectuaba en el Real Decreto anterior, a la concurrencia o no de la correspondiente licencia federativa en el sentido contemplado por la normativa deportiva, pues ambos conceptos se refieren a ámbitos normativos totalmente diversos  (4) .

Por tanto, en la actual regulación la circunstancia de estar o no en posesión de la licencia federativa no es obstáculo para determinar que nos encontremos ante un sujeto sometido al régimen extintivo previsto para la relación laboral especial deportiva, pues el hecho de que un deportista con contrato en vigor carezca de licencia es irrelevante para la aplicación del RD1006/1985. Así, no es infrecuente que los equipos de fútbol de Primera División tengan en sus plantillas un número de deportistas superior al de licencias otorgadas por la Federación  (5) , y que, cuando un club no tramita la licencia a uno de sus jugadores, tal circunstancia no incida en su relación laboral, que sigue estando vigente  (6) .

En cualquier caso, la tenencia de licencia federativa tan sólo tiene repercusiones en el ordenamiento interno deportivo, dado que su posesión se convierte en un presupuesto para la participación en las competiciones oficiales organizadas por las distintas Federaciones. De esta forma, la falta de licencia de un deportista profesional podrá dar lugar a la imposibilidad de alinearlo en el equipo en partidos o competiciones de carácter oficial, pero nunca desnaturalizar lo que con independencia de tal circunstancia es ya por si sola una relación de naturaleza laboral (7) .

Sin embargo, aunque, como hemos expuesto, algunos aspectos de la vigente regulación merezcan una valoración positiva, resulta, por otra parte, criticable el concepto mismo de deportista profesional, por cuanto circunscribe dicha condición únicamente a quienes se dediquen a la práctica deportiva por cuenta y dentro del ámbito de organización y dirección de un club o entidad deportiva, cuando lo esencial de la profesionalidad es el hecho de percibir una retribución que convierta la práctica deportiva en un medio de vida, ya sea por cuenta ajena (sometido a la organización de un club), ya sea por cuenta propia, como sucede habitualmente con tenistas, golfistas o atletas  (8) .

En realidad, el art. 1.2 del RD 1006/1985 contempla el concepto de «deportista profesional dependiente», de modo que sólo a éste será de aplicación el régimen extintivo previsto en la norma laboral especial, quedando al margen de ésta tanto el «deportista profesional independiente» como el «deportista aficionado», ya que el régimen jurídico que ha establecido el legislador va dirigido a deportes de equipo, como el fútbol o el baloncesto, dotados de una infraestructura más adecuada para la reglamentación de las relaciones laborales (9) .

Dicho esto, a continuación procederemos a analizar los presupuestos subjetivos que el art. 1.2 exige para que el deportista se encuentre sometido a la regulación contenida en el RD 1006/1985, y, por tanto, para la determinación del ámbito de aplicación del régimen extintivo contenido en la norma laboral especial. Conviene precisar que los requisitos que a continuación expondremos deben cumplirse conjuntamente, ya que la ausencia de uno de ellos supondrá que el deportista se halle al margen de la regulación del citado Real Decreto y del régimen extintivo allí contemplado.

1.  La práctica de un deporte

El art. 1.2 del RD 1006/1985 exige que el sujeto destinatario de la norma se dedique a la práctica de un deporte. De esta forma, a sensu contrario, debe entenderse que quedan al margen de la regulación de dicha norma reglamentaria, no sólo aquellos empleados de la entidad deportiva que no prestan actividades deportivas (utilleros, masajistas, médicos del club, personal de seguridad...), sino también los que desempeñando actividades conexas a la práctica deportiva no practican deporte en sentido estricto (entrenadores). A continuación desarrollaremos estos supuestos.

1.1.  El régimen extintivo del entrenador de club o entidad deportiva

La interpretación literal del art. 1.2 del RD 1006/1985 conduce a entender que el entrenador deportivo permanece al margen del ámbito del Real Decreto (y consecuentemente de su régimen extintivo), ya que, en realidad, no practica ningún deporte, sino que dirige la práctica deportiva de los deportistas que tiene a su cargo. A pesar de que en la citada norma, a diferencia de lo que sucede en otros países  (10) , no se haga ninguna referencia ni a favor ni en contra de la inclusión en ella del entrenador, hay que entender que implícitamente se encuentra excluido por contravenir la literalidad del art. 1.2 de la norma laboral especial deportiva.

En cualquier caso, se trata de una cuestión abierta a la polémica, puesto que el régimen jurídico aplicable a la figura del entrenador al servicio de un club o entidad deportiva ha sido (y es) una materia en la que tanto la doctrina como la jurisprudencia han llegado a conclusiones divergentes. En efecto, en unas ocasiones se ha afirmado que entre el entrenador y su club existe una relación laboral común, mientras que otras veces se ha dicho que entre ambos surge una relación laboral especial, ya sea ésta de alta dirección (y, por lo tanto, regulada por el RD 1382/1985) o de deportista profesional (de tal forma que entonces se encontraría sujeta a la regulación del RD 1006/1985). La calificación jurídica de la relación entre el entrenador y su entidad deportiva es el factor determinante del régimen jurídico aplicable a la extinción del vínculo contractual, pues éste varía en función de cómo se proceda a calificar dicha relación. Así, si se considera que entre el entrenador y su club existe una relación laboral común, se aplicaría el régimen extintivo previsto en el ET (arts. 49 a 57); si se sostiene que entre ambos existe una relación laboral especial de alta dirección, sería el régimen extintivo previsto en el RD 1382/1985 (arts. 10 a 12) el aplicable; mientras que si se calificara la relación como laboral especial deportiva, resultaría de aplicación el régimen extintivo previsto por el RD 1006/1985 (arts. 13 a 16).

La posible aplicación de regímenes jurídicos diferentes a una misma relación contractual y las distintas consecuencias extintivas que ello genera hace que resulte obligado la realización de un análisis doctrinal y jurisprudencial de la materia.

Partiendo del tratamiento que la doctrina científica efectúa de la cuestión, debemos señalar que no existe un criterio uniforme con respecto a la relación jurídica que vincula al entrenador con su club o entidad deportiva. No obstante, existe un sector doctrinal mayoritario que considera desacertado incluir al entrenador de un club deportivo dentro del concepto de deportista profesional que suministra el RD 1006/1985  (11) , pues, se dice, la norma reglamentaria está pensando en todo momento en la práctica deportiva y no en la enseñanza o dirección técnica del deporte, por lo que deben quedan al margen de la normativa laboral especial deportiva aquellos que desempeñen actividades conexas a la práctica del deporte, pero que no tienen propiamente una dedicación a la práctica del deporte, práctica que responde a la dinámica entrenamiento-competición (12) .

De esta forma, se entiende que los entrenadores deben quedar al margen de la aplicación de la normativa laboral deportiva por no dedicarse a la práctica deportiva  (13) , requisito éste exigido por el art. 1.2 del RD 1006/1985 para los destinatarios de la norma. También se señala que con la regulación contenida, tanto en el art. 9.1 como en el 14.1 de la citada norma reglamentaria, se está implícitamente excluyendo a los entrenadores  (14) . Otro de los argumentos que se aducen es que cuando el art. 7.1 hace mención a la diligencia específica que corresponde a sus personales condiciones físicas y técnicas, y de acuerdo con las reglas del juego aplicables y las instrucciones de los representantes del club o entidad deportiva, se está haciendo referencia a obligaciones que encuentran su verdadera dimensión respecto a los trabajadores que participen de manera directa, y en sentido estricto, en la práctica deportiva. A lo dicho se añade que esta misma interpretación restrictiva debe hacerse extensiva cuando se examina el contenido del derecho de ocupación efectiva recogido en el art. 7.4, en virtud del cual el deportista profesional no podrá ser excluido de los entrenamientos y demás actividades instrumentales o preparatorias para el ejercicio de la actividad deportiva (15) .

>En cualquier caso, la doctrina que excluye a los entrenadores del ámbito de aplicación del RD 1006/1985 por lo general se muestra proclive a considerar que éstos mantienen con su club una relación laboral común, ya que, salvo situaciones excepcionales de técnicos o entrenadores con facultades de dirección, más allá de las estrictamente técnicas, aunque se trate de empleados muy cualificados e importantes para la trayectoria deportiva de cualquier club, se encuentran sometidos a las facultades y poder directivo de la entidad, pudiéndose catalogar únicamente de carácter técnico las facultades de mando en el club, por lo que lo normal es que este tipo de relación sea calificada como laboral común y no como relación especial de alta dirección (16) .

Sin embargo, existe otro sector doctrinal que se muestra partidario de incluir a los entrenadores dentro del ámbito de aplicación del RD 1006/1985  (17) . La construcción de esta tesis parte de relacionar el RD 1006/1985 con la Ley del Deporte de 1980 (actualmente derogada), en cuyo art. 8 se mencionaba conjuntamente a los deportistas, técnicos y entrenadores, para prevenir que las relaciones laborales de todos ellos y la inclusión, también de todos ellos, en el ámbito de la Seguridad Social serían regulados de manera singular  (18) , lo que se interpretó como una patente voluntad del legislador de excluir a los así agrupados del régimen laboral general (19) . En segundo lugar, se razona que, dado que el trabajo de los entrenadores y técnicos presentan muchas similitudes con el de los deportistas profesionales (duración temporal de los contratos, sistema de retribución, etc.), se puede concluir que a ellos también es aplicable la normativa reglamentaria en vigor para los deportistas  (20) .

Siguiendo esta línea interpretativa, se ha utilizado un concepto funcional de profesionalidad para atraer al régimen jurídico del «deportista profesional» a sujetos que no son propiamente jugadores, advirtiéndose que el elemento que resulta decisivo se centra en torno a interpretar que el término «practicar un deporte» expresa la idea de realizar el ejercicio de una actividad física, sin mayores connotaciones, por lo que, se dice, es claro que también asume esta práctica el entrenador en tanto profesional que aparece concebido como preparador físico y técnico  (21) . También se ha señalado que al entrenador debe resultarle de aplicación el RD 1006/1985 por el hecho de que esta normativa se dice que es aplicable a todas aquellas profesiones cuya prestación influye directamente en el resultado de la práctica deportiva  (22) .

Otro de los argumentos que se esgrimen para incluir a los entrenadores de clubes deportivos dentro del ámbito de aplicación de la normativa laboral especial deportiva es que, ni el RD 318/1981, ni el RD 1006/1985 excluyen expresamente de su ámbito de aplicación a los técnicos que colaboran en la práctica deportiva. No obstante, este argumento es fácilmente refutable, ya que, aunque es cierto que no los excluyen, tampoco los incluyen de forma expresa  (23) , como por otra parte sucede en otros países de nuestro entorno. Así, en Italia, los entrenadores son catalogados como deportistas profesionales, porque así figura expresamente en el art. 2 de la Legge 91/81  (24) , de 23 de marzo de 1981.

En definitiva, podemos constatar cómo la doctrina dista mucho de mantener un criterio unívoco con respecto a la relación que une a un entrenador con su club o entidad deportiva. Pues bien, estas divergencias doctrinales también quedan reflejadas en la jurisprudencia, que se caracteriza por haber sufrido una constante evolución en la materia objeto de nuestro estudio, ya que si bien en una primera época calificó a los entrenadores como altos directivos, en los últimos años predomina la consideración de que se trata de deportistas profesionales, intercalándose entre ambos períodos algunas decisiones que establecieron que entre el club y el entrenador existía una simple relación laboral común.

Durante los años setenta la jurisprudencia laboral se inclinó mayoritariamente por entender que los entrenadores eran altos directivos  (25) , aunque declaró la falta de competencia del orden social, habida cuenta de que, en aplicación del entonces vigente art. 7 de la Ley del Contrato de Trabajo, se excluía del ordenamiento laboral al alto cargo  (26) .

Así, en la STS de 16 de mayo de 1975 se afirmaba que las funciones del entrenador de un equipo de fútbol, consistentes en imponer a los jugadores profesionales una rigurosa disciplina por los medios a su juicio adecuados, nombrar el capitán del equipo, elegir el sistema de juego a desarrollar en cada encuentro y designar a los jugadores que en los mismos habían de alinearse, constituían actuaciones trascendentes de modo sustancial para el club, el que dejaba a su exclusiva iniciativa y autoridad actividades que como el mantenimiento de la disciplina y aplicación de sanciones y la organización del trabajo, constituyen facultades privativas del empresario y todas ellas de la máxima importancia para la entidad demandada (el club de fútbol), por referirse a la finalidad y actividad más destacada que consiste en poseer un buen equipo profesional que juegue y gane partidos y campeonatos de fútbol, por lo que con quien dichas facultades dirige la principal actividad del (equipo) demando, es indudable que desempeña la función de alta dirección. El contenido de esta Sentencia no dejó indiferente a la doctrina, que la criticó por considerarla un freno al inevitable y necesario proceso de laboralización que en aquel momento se estaba produciendo entre las categorías del fútbol profesional, ya que el art. 7 de la entonces vigente LCT excluía del ordenamiento laboral a quien desempeñase funciones de alta dirección  (27) .

Al igual que en la anterior Resolución, la STCT de 7 de noviembre de 1977 equiparó la figura del entrenador al alto directivo por entender que sus actividades eran actuaciones trascendentes de modo sustancial para el Club, el que dejaba a su exclusiva iniciativa y autoridad actuaciones que constituyen facultades privativas del empresario.

Sin embargo, durante la década de los años setenta, y en clara divergencia con las Resoluciones anteriormente expuestas, también se dictaron Sentencias que declararon que el entrenador estaba unido a su club por una relación laboral común, excluyéndose, por tanto, la calificación de alto directivo. Ésta fue la conclusión a que llegó la STS de 27 de febrero de 1977, relativa al despido de un entrenador de baloncesto, en la que se afirmaba que, dado que el entrenador estaba sujeto a la disciplina de la directiva, carecía de poder para contratar jugadores, y puesto que sus servicios se limitaban a la dirección técnica de sus jugadores, entendió el órgano juzgador que no se trataba de un alto cargo, sino que su relación laboral era común  (28) , lo que determinó la aplicación del régimen extintivo ordinario. Además, esta misma calificación fue otorgada en su momento por el propio TS en su Sentencia de 16 de junio de 1970 a un entrenador contratado por la Delegación Nacional de Deportes  (29) .

A mediados de los años ochenta, y a raíz de la trascendental Sentencia del TS de 14 de mayo de 1985  (30) , la jurisprudencia evolucionó y se inclinó de forma mayoritaria por considerar al entrenador como deportista profesional  (31) . La doctrina advierte acerca de la importancia de la STS de 14 de mayo de 1985 y señala a ésta como una auténtico «punto de inflexión» en la evolución jurisprudencial, ya que, a partir de entonces y apoyándose en ella, la jurisprudencia posterior mayoritaria ha considerado deportistas profesionales a los entrenadores deportivos, lo que ha supuesto que el régimen extintivo previsto en el RD 1006/1985 resulte de aplicación a este colectivo.

En cualquier caso, a pesar de que los argumentos de la Sentencia de 14 de mayo de 1985 fueran muy discutibles  (32) , no cabe la menor duda de que su influencia ha sido de gran importancia, ya que a partir de entonces la jurisprudencia ha venido considerando de manera reiterada a los técnicos y entrenadores como deportistas profesionales. Así, la Sala de lo Social del TS, en sus Sentencias de 22 de diciembre de 1989  (33) , 14 de febrero de 1990  (34) , 28 de mayo de 1990  (35) , 2 de marzo de 1994  (36)  y 5 de diciembre de 1997  (37) , otorgó esa calificación a los técnicos y entrenadores, encuadrando su actividad en el ámbito de aplicación del RD 1006/1985  (38) .

No obstante, la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TS de 16 de julio de 1991 se separa de la uniforme doctrina emanada de la Sala de lo Social del citado TS en estos últimos años. En la citada Resolución, tras señalarse que la cuestión relativa a la relación que mantiene un entrenador con su club no es nada clara (puesto que tanto el RD 318/1981 como el RD 1006/1985 no aluden expresamente a los entrenadores), se afirma que la definición contenida en el art. 1.2 del RD permite cuestionar si el entrenador está comprendido en dicha definición, pues su función, obviamente, no es la de practicar deporte, sino la de adiestrar en técnicas y planteamientos a quienes lo practican (39) .

Por lo que respecta a los Tribunales Superiores de Justicia, como regla general, siguen de forma mayoritaria y con gran mimetismo el criterio establecido por el TS y subsumen a los técnicos y entrenadores dentro del concepto de deportista profesional a que hace referencia el art. 1.2 del RD 1006/1985  (40) , y, excepcionalmente, resuelven en contra de su inclusión en la normativa laboral especial deportiva  (41) . Por no limitarse tan sólo a una tarea meramente reproductora de lo argumentado en la STS de 14 de mayo de 1985 (como hacen la inmensa mayoría de Sentencias), cabe destacar la Sentencia de 2 de julio de 1999 de Sala de lo Social del TSJ de Asturias, que califica a los entrenadores como deportistas profesionales por ser los directores y los responsables de la prestación materialmente deportiva que éstos (los jugadores) desarrollan sobre el terreno de juego y por no ser posible, en el ámbito de un club de fútbol, la práctica del deporte por los jugadores sin un entrenador (42) .

De las poquísimas Sentencias dictadas por los órganos de suplicación que aportan alguna novedad con respecto al tema sobresale la Sentencia de 8 de enero de 1998 de la Sala de lo Social del TSJ de Cataluña  (43)  (caso Johan Cruyff), en la que se afirma que el entrenador no es un alto directivo  (44) , a pesar de que en el contrato que suscribieron los contratantes se estableciera que, en parte, estaría regido por el RD 1382/1985 (regulador de la relación laboral de alta dirección)  (45) . En concreto, en esta ocasión, las funciones y competencias que se fijaron al entrenador fueron muy amplias  (46) , sobrepasando con creces la mera dirección técnica del equipo, estableciéndose que aquél, además, se encargaría de ejercer la función de Director Técnico deportivo del FC Barcelona. Si bien la Sala de lo Social reconoció que en esa ocasión el entrenador ejercía funciones directivas, sin embargo afirmó que no toda persona que asume funciones directivas puede ser calificado como alto directivo, ya que ha de excluirse a quienes reciben instrucciones de otros órganos delegados de dirección de la entidad empleadora, para concluir diciendo que la aplicación de este criterio al presente supuesto ha de llevarnos a la conclusión que las características de la relación que unía al actor con la entidad deportiva demandada no son las propias del alto directivo (47) .

En definitiva, una vez analizado el polémico debate doctrinal y jurisprudencial, podemos comprobar cómo la calificación de la relación que une al entrenador con una entidad deportiva resulta poco pacífica. Resumiendo lo dicho, la doctrina se encuentra dividida, pues mientras para unos autores los técnicos y entrenadores son deportistas profesionales  (48) , otros niegan tal calificación  (49) .

Por su parte, la jurisprudencia ha modificado su interpretación, pues a pesar de que durante los años setenta se inclinaba mayoritariamente por entender que los entrenadores eran altos cargos (aunque en alguna ocasión atribuyó a su relación laboral la calificación de común), sin embargo, a partir de la STS de 14 de mayo de 1985, se decantó por la opción de incluir a los entrenadores dentro del ámbito de aplicación del Real Decreto 1006/1985  (50) , aunque alguna esporádica Resolución volviese a recuperar la calificación de alto directivo  (51)  o se calificara su relación como arrendamiento de servicios  (52) .

No obstante, discrepo de la doctrina jurisprudencial mayoritaria, ya que la propia redacción del mandato normativo contenido en el art. 1.2 del RD 1006/1985 excluye a los entrenadores del ámbito de aplicación de la relación laboral deportiva. Ello es así, principalmente, porque entre los presupuestos que dicho precepto establece para que resulte de aplicación la citada norma reglamentaria se encuentra el que el sujeto destinatario se dedique a la práctica deportiva. De esta forma, a sensu contrario, debe entenderse que quedan al margen de la regulación del citado Real Decreto aquellos empleados de la entidad deportiva que, como en el caso de los entrenadores, no se dediquen a la práctica deportiva en sentido estricto. En consecuencia, según mi criterio debería rechazarse la aplicación del régimen extintivo previsto en la norma laboral especial deportiva a los técnicos y entrenadores de clubes o entidades deportivas.
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